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La presente investigación busca explicar la posición a favor del Estado 
peruano frente a las políticas de género en un mecanismo de integración como 
la Alianza del Pacífico (AP) desde el 2015. Ello implica que el año 2015 
representa para este trabajo un punto de quiebre en la iniciativa con respecto de 
la forma en que se trabaja la integración de los Estados miembros, utilizando dos 
variables para poder explicar este fenómeno y el porqué Perú secunda dichas 
políticas. El primer factor es el fortalecimiento del movimiento feminista peruano, 
el cual cuenta con capacidad de ejercer presión de carácter interno, debido a su 
procedencia y el accionar del actor. Su capacidad de agencia es relativa al 
segundo factor; la segunda variable, el deseo del Estado peruano por formar 
parte de la OCDE, supone la presencia de presión externa y es de gran 
importancia para comprender la perspectiva del gobierno peruano en el 2015 con 
respecto de la creación del Grupo Técnico de Género en la AP. 
El presente trabajo es de carácter cualitativo además de ser un estudio de 
caso, debido a que únicamente se analizará la aparición de políticas de género 
en la AP y no la de otros temas como los problemas medioambientales. El tipo 
de acercamiento usado, tanto descriptivo como analítico, permite demostrar la 
  
 
presencia de ambas variables a través de entrevistas, documentos legales y 
fuentes secundarias. 
Las diversas fuentes utilizadas para analizar los factores descritos 
previamente permitirán corroborar, en primer lugar, la decisión de secundar la 
creación de políticas de género en la Alianza del Pacífico no fue una decisión 
aleatoria; otro de los principales hallazgos de la presente investigación es la 
ampliación de su mandato es parcial, puesto que el elemento económico 
continúa siendo un factor primordial para la iniciativa. En dicha línea, el Estado 
peruano utiliza a la AP como una plataforma para su interés, en busca de formar 
parte de la OCDE. La OCDE postula la necesidad de alcanzar el desarrollo 
integral en todos sus socios, siendo la igualdad de género un requisito para estos 
y el Perú se encuentra en desventaja de acuerdo con las estadísticas. La 
similitud entre los objetivos de la AP y la postura de la OCDE responde por qué 
esta variable cuenta con mayor relevancia; en cuarto lugar, pese a la 
preponderancia del factor económico tanto en el gobierno peruano como en la 
AP, la relación indirecta entre el movimiento feminista y la política exterior maneja 
un espacio de autonomía capaz de condicionar la iniciativa. Ambas variables 
permiten entender de forma completa el fenómeno ocurrido en el 2015, cuando 
se dio un cambio interno y externo en materia de igualdad de género, afectando 
las decisiones del Perú sobre la Alianza del Pacífico. 
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Hasta hace aproximadamente 100 años, la condición de una mujer casi 
no había cambiado respecto a su lugar en la sociedad: no se le permitía votar o 
acceder a algún cargo político; ganaban menos que los hombres pese a trabajar 
más que ellos y el acceso a la educación era limitado en comparación a los 
hombres (Saldaña, 2007).  
Sin embargo, esto viene cambiando y desde inicios del siglo XX hasta la 
actualidad, se puede apreciar cómo la mujer lleva incrementando su presencia 
en los espacios que en antaño eran considerados únicamente de hombres; el 
problema está en que estos cambios se han hecho de forma lenta y en constante 
lucha. Ello se debe a que los Estados tienden a priorizar la agendación de 
políticas económicas o de seguridad sobre políticas sociales. Hoy en día, aún las 
mujeres ganan menos además de verse forzadas a dedicar más tiempo a 
trabajos no remunerados como es el cuidado del hogar. Así, el reparto desigual 
del tiempo dedicado al cuidado del hogar ha provocado que la incursión en la 





 La inequidad que hombres y mujeres experimentan desde temprana edad, 
en relación con los roles que cada uno desempeña en la sociedad a partir de su 
sexo, revela que los términos ‘sexo’ y ‘género’ tienen un amplio espectro de 
acción en la sociedad: su capacidad de influenciar tanto en la esfera pública 
como privada plantea que las desigualdades de género sean vistas como 
desigualdades sociales, ya que al género se le define “…como categoría 
relacional porque se refiere al análisis de las relaciones sociales y se puede 
aplicar a todo ámbito social” (MIMP, 2012a, p.19). Dichas relaciones se ven 
marcadas por las asimetrías de poder, provocando que la desigualdad de género 
tenga un gran espectro de acción. 
Muestra que la desigualdad de género continúa hasta la actualidad, son 
las cifras alarmantes de matrimonio infantil, así como la poca presencia de la 
mujer en el mundo académico: en promedio, solo el 29% de los investigadores 
académicos a nivel mundial son mujeres (UNESCO y Fundación L’oreal, 2017); 
por otro lado, el matrimonio infantil persiste en múltiples partes del mundo, 
calculándose que “…alrededor de 750 millones de mujeres vivas actualmente ya 
estaban casadas al cumplir 18 años.” (UNICEF, 2017); las tasas de violencia de 
género muestran que el asesino suele ser un familiar o la pareja de cada 1 de 2 
mujeres asesinadas para el 2012 (UNODC, 2013) y, pese a haberse 
implementado la cuota de género en diferentes niveles estatales y electorales, 
solo 23,4% de parlamentarios en el mundo son mujeres (Unión 





Las razones por las que la desigualdad y otros problemas vinculados al 
género persisten, se debe a cómo la sociedad hace frente a estas problemáticas: 
las agendas de los gobiernos desarrollan políticas de acuerdo con los 
lineamientos ideológicos del partido o de su cúpula en el poder, con lo que el 
orden mundial en dicho momento prioriza y en casos excepcionales, cuando 
existen diferentes presiones a nivel externo o interno que obligan a los 
funcionarios tomar decisiones que pueden ir en diferente dirección a posturas ya 
establecidas. En el caso de la igualdad de género, este es considerado parte de 
la segunda generación de derechos humanos e históricamente el tema ha sido 
trabajado dentro de las políticas sociales, las cuales en ocasiones van en contra 
de las económicas (Torres y Rojas, 2015). 
En respuesta a la situación actual, a través de todo el mundo se llevan 
observando desde hace varios años críticas a las condiciones sociales y políticas 
de las mujeres, intensificándose en estos últimos tiempos. Y la región 
latinoamericana no fue la excepción: movimientos globales como Ni Una Menos, 
Yo También, entre otros han contado con gran acogida y han sembrado 
cuestionamientos de la estructura social de la región. Con respecto del Perú, 
dichas movilizaciones han marcado un precedente en el accionar civil y cuenta 
con gran capacidad de agencia a nivel interno, logrando impulsar leyes en favor 
de la igualdad de género y la prevención contra la violencia de género. 
El cuestionamiento al sistema patriarcal no es un tema capaz de ser 
minimizado en la región: por las altas cifras de feminicidios, Latinoamérica es la 





adolescente, somos la única región aparte de África Sub-Sahariana en aumentar 
su tasa en dicho indicador (Plan Internacional), reflejando la importancia de 
estudiar la problemática en América Latina. La CEPAL reportó que en el 2016 y 
2017, el Perú obtuvo el octavo puesto en la lista de países con mayor incidencia 
de feminicidios1 y de acuerdo con la Fundación Thomson Reuters, Lima es la 
quinta megaciudad en el mundo más peligrosa para las mujeres además de la 
primera ciudad latinoamericana en aparecer en el ranking; todas estas 
estadísticas son un reflejo de la gravedad del asunto para el Estado peruano. 
 Teniendo conocimiento del estado en el que se encuentra la desigualdad 
de género en la región latinoamericana, tanto gobiernos estatales como diversos 
organismos multilaterales han decidido actuar frente a este grave problema: por 
ser parte vital en el desarrollo integral de los países, la persistencia de esta 
problemática afecta tanto a la economía como al Estado de derecho y la 
seguridad de los Estados, no es extraño que la desigualdad de género haya sido 
abordada en el ámbito internacional y politizada dentro de los diversos 
mecanismos regionales o multilaterales en favor de obtener mejores resultados. 
Muestra de ello son las Naciones Unidas (ONU), con su organización ONU 
Mujeres; la Alianza del Pacífico (AP), con su Grupo Técnico de Género; o la 
Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), la cual desde 
1973 busca incluir a la mujer dentro del proceso de desarrollo en la región y 
actualmente “…colabora con los países de la región en la elaboración de 
estrategias para la incorporación de la perspectiva de género en las políticas 
 





públicas…” (CEPAL). Otros organismos multilaterales regionales que trabajan 
esta problemática son la Unión de Naciones Suramericanas (UNASUR) y el 
Mercado Común del Sur (MERCOSUR); que diversos mecanismos en la región 
luchen por la igualdad de género, implica tanto el reconocimiento de la relevancia 
por alcanzar la igualdad como inducir a que se tenga prioridad en las políticas 
públicas a desarrollar de sus Estados miembros. 
Al ser la disparidad de género un elemento que afecta a todas las 
sociedades latinoamericanas, dicho tema se puede encontrar en las agendas de 
los diferentes Estados y se busca solucionar a través de diversas políticas 
públicas relacionadas al cumplimiento de los derechos humanos, de acuerdo con 
el enfoque que maneje el gobierno. Estados como el chileno o peruano han 
creado dependencias exclusivas que formulan e implementan estas políticas 
públicas en favor de generar igualdad de condiciones para hombres y mujeres; 
en el caso del Estado peruano, el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables (MIMP) ha decretado varias leyes en beneficio de la igualdad de 
oportunidades y Planes Nacionales de Género, siendo el último promulgado en 
2016 y por un plazo de 5 años. No obstante, las restricciones presupuestarias a 
las que se ven sometidos los funcionarios del MIMP, limitan el eficiente accionar 
de dichos planes nacionales y la correcta implementación de leyes en favor de 
la igualdad de género. 
En la AP, un mecanismo de integración económica y de desarrollo a nivel 
regional creado en el 2011, su prioridad al momento de fundarse fue generar 





primario-exportadoras (Congreso de la República, 2017). Ello iba acorde con la 
priorización de la continuidad del modelo económico peruano, el cual ha 
permitido mantener de forma estable el crecimiento de la economía peruana. La 
AP resulta relevante porque representa un espacio económico importante dentro 
de lo que se considera América Latina, abarcando sus Estados miembros el 50% 
del comercio exterior de toda la región, además de contar con mayor facilidad 
para hacer negocios y, por último, reunir el 39% del PBI total de la zona sur del 
hemisferio americano (Congreso de la República, 2017). 
Ambas cifras reflejan el gran poder económico que este mecanismo de 
integración económica reúne y ello se manifiesta en cuán importante es para los 
países miembros cumplir con las metas trazadas por la Alianza del Pacífico, 
incluida la lucha contra la desigualdad de género: al ser la integración económica 
el principal motor del mecanismo y este verse diezmado por la falta de paridad 
laboral para hombres y mujeres (Orihuela, 2018), la pugna por la disminución de 
la brecha de género continúa vigente en la agenda de los proyectos de la Alianza 
del Pacífico en pos de obtener su objetivo principal.  
Por ejemplo, en materia laboral, la importancia de la mujer es evidente: la 
tasa de desempleo femenino en América Latina es mayor que la de hombres y 
los indicadores laborales de la región señalan que persisten las brechas de 
género en materia de oportunidades, de acuerdo con la Secretaria Ejecutiva de 
la CEPAL, Alicia Bárcena (CEPAL, 2017a). Las estadísticas justifican por qué el 
objetivo de la igualdad de género debe continuar desarrollándose en línea con 





tema importante de discutir dentro de la AP, la robustez del mecanismo genera 
obligación dentro de los Estados miembros por su capacidad de influenciar. 
El caso peruano es un ejemplo de la situación en que se encuentra la AP 
en materia de igualdad de género: la brecha salarial persiste, donde una mujer 
promedio gana 28% menos que un hombre (Orihuela, 2018); en materia de 
oportunidades laborales, el 57% de las mujeres trabaja, pero en su mayoría se 
encuentran desempleadas (Sausa, 2018). Dichas cifras reflejan que sigue siendo 
un problema por tratar ya que, pese a las modificaciones realizadas en la 
legislación en pos de obtener pago equitativo entre sexos o en la aplicación del 
enfoque de género con respecto de políticas de Estado, las cifras anuales de 
feminicidios aumentan. 
 Las mejoras reportadas se encuentran vinculadas a la autonomía 
económica de la población femenina, donde tenemos una de las tasas más altas 
de participación femenina en el trabajo en toda América Latina, pero los logros 
alcanzados se ven diezmados ante las altas cifras de violencia contra la mujer 
(Sausa, 2018). Ejemplo de cuánto afecta la violencia es el 3,75% que se pierde 
del Producto Bruto Interno (PBI) peruano a causa de este problema (Orihuela, 
2018). Se ha tomado medidas en favor de mayor justicia e igualdad, siendo una 
de estas la tipificación del feminicidio en el código penal peruano o la creación 
de cuotas de género. Medidas parecidas han sido asumidas en el resto de los 
países de la AP, en el fuero interno de los países. 
Así, con la evolución del mecanismo y un mejor entendimiento de la 





propuesta, se desarrollan a partir del 2015, programas en favor de la igualdad y 
equidad de género. Dicha variación en la estrategia de las metas de la AP levanta 
cuestionamientos acerca del porqué en ese preciso momento se incluye el 
enfoque de género entre las competencias de la Alianza del Pacífico, si siempre 
se ha priorizado el factor económico y porqué el Estado peruano se encuentra 
interesado en solucionar el problema de la igualdad de género desde este 
espacio, donde el enfoque social no es prioritario.  
Ello nos lleva a la siguiente pregunta: ¿Cómo explicar, desde el 2015, el 
apoyo del Estado peruano al desarrollo de políticas multilaterales a favor de la 
igualdad de género en una iniciativa principalmente económica como la Alianza 
del Pacífico?  
Para poder responder la interrogante, se encontró que en dicho periodo 
de tiempo sucedieron diversas situaciones, tanto internas como externas, que 
cuestionaban cuán desigual era la sociedad peruana para las mujeres; en el 
2015 ocurre un quiebre político capaz de condicionar las políticas internas 
peruanas, con diferentes alcances en su política externa. Los factores 
encontrados y propuestos como condicionantes de la postura del gobierno 
peruano a nivel interno fueron el interés de este por ser parte de la Organización 
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y la confirmación del 
organismo con respecto de su interés por el Perú en ese entonces, lo cual va a 
conseguir, entre otros casos, que se mejoraran algunos indicadores con respecto 
de la igualdad de género en Perú; y el fortalecimiento del movimiento feminista, 





del accionar civil, tendrá como resultado la reconfiguración parcial de la 
legislación peruana en materia de género. 
Con respecto del gobierno peruano y su postura al momento de crear el 
Grupo Técnico de Género (GTG), si bien Perú apoyó a Chile en la moción de 
transversalizar el enfoque de género en la AP, existe un precedente reciente de 
la postura parca a nivel local con respecto de la transversalización del enfoque 
de género en Perú. Ello revela la importancia de los lineamientos económicos, 
muy relevantes para la OCDE, y los actores políticos que lo administran sobre 
otros en la toma de decisiones: una entidad con mucho poder sobre la toma de 
decisiones por parte del Poder Ejecutivo es el Ministerio de Economía y Finanzas 
(MEF) y en el pasado ha objetado la forma en que el presupuesto público ha sido 
diseñado con respecto del enfoque mencionado, buscando limitar el 
financiamiento de la transversalización de la igualdad de género en el resto del 
Estado (MIMP, 2012c).  
La situación mencionada se dio durante la formulación del Plan Nacional 
de Igualdad de Género 2012-2017 (PLANIG), en el gobierno de Ollanta Humala, 
y es durante este mismo mandato presidencial que se apoya la 
transversalización del enfoque y la creación de la GTG. Ello refuerza el 
argumento que la postura peruana, con respecto de secundar la implementación 
de un enfoque de género dentro de la AP, se ha visto influenciada en la medida 
que la política económica no sea perjudicada y se trabaje bajo los lineamientos 





En 2015, el gobierno peruano hizo expresa su intención de formar parte 
de la OCDE (CEPLAN, 2015), convirtiéndose en un elemento importante de la 
agenda del Ministerio de Relaciones Exteriores: para alcanzar este objetivo, se 
deben cumplir con mínimos en diversos temas, uno de ellos es la igualdad de 
género (El Comercio, 2017). Otro elemento que caracteriza a este organismo es 
su estabilidad económica pasada y futura. El interés del Perú en este foro 
internacional se debe a la promesa de dejar de ser visto como un país 
subdesarrollado y viable para inversiones extranjeras, razón suficiente para que 
facciones poderosas en el Ejecutivo apoyaran la implementación del enfoque de 
género en el ámbito nacional y multilateral, pese a su renuencia previa. 
El Estado chileno por su parte apoya la postulación del Perú a la OCDE y 
de acuerdo con el Embajador de Chile en Perú, existe una sintonía en el deseo 
por resolver la desigualdad de género (2018). Las diferentes posturas en materia 
de género adentro del mismo Poder Ejecutivo peruano hacen que la interacción 
con su país vecino sea interesante; por lo que dicha cooperación resalta entre 
las demás, debido a la observancia de otros factores que pueden haber 
generado ese desenlace. Por ello, la dinámica aquí descrita, entre Chile y Perú 
en materia de género, complementará el análisis y explicará las decisiones 
tomadas por el gobierno peruano dentro de este espacio de integración regional. 
Con respecto al movimiento feminista, este lleva presente en la sociedad 
peruana desde la década de 1970 (Vargas, 2004), buscando empoderar a la 
mujer frente a un sistema predominantemente masculino. Muestra de ello, 





por una mayor equidad de género como son las ONGs Manuela Ramos, Flora 
Tristán, DEMUS, entre otras.  
Dichas organizaciones han experimentado, a través de los años, diversas 
situaciones que han cambiado el panorama del movimiento feminista y el 
enfoque de lucha: uno de los quiebres se dio en 1995 con la Plataforma de 
Acción de Beijing, cuando se colocó entre los temas prioritarios de las Naciones 
Unidas la igualdad de género y el Estado peruano asumió dicho compromiso a 
través de la creación del Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo 
Humano (PROMUDEH) en 1996 (ONU Mujeres, 2012); otro momento clave 
sucedió en 2015, con el movimiento Ni Una Menos, provocando nuevamente que 
la lucha feminista cuestionara la actitud del gobierno frente a las condiciones de 
vida de la mujer promedio.  
A pesar de actuar ambas variables en el mismo lapso de tiempo y ser 
capaces de influenciar tanto los intereses nacionales como las políticas públicas 
del gobierno peruano, ambos elementos no manejan la misma capacidad o grado 
de condicionamiento sobre la política exterior peruana: mientras que el deseo 
del Estado peruano por formar parte de la OCDE es una variable independiente 
de gran importancia en referencia a la aprobación del gobierno a tratar 
problemáticas asociadas al género en la AP, el fortalecimiento del movimiento 
feminista como variable determina la política exterior en menor medida y por ello 
se plantea que su importancia es secundaria a comparación del otro factor.  
El segundo elemento descrito previamente no debe ser ignorado en el 





muestra cómo los intereses estatales o fenómenos internos tienen su efecto 
sobre la política externa, aún cuando dicho efecto sea secundario y apoye una 
variable condicionante más fuerte; refleja el panorama completo de la cuestión, 
permitiendo al lector comprender la complejidad detrás de la decisión del Estado 
peruano en apoyar la creación de un Grupo Técnico de Género en la AP. 
Por esa razón, el análisis de las interacciones entre los factores, sus 
agencias y el grado de estas se realizará a lo largo de tres capítulos, en los 
cuales se trabajará con dos dimensiones de análisis: el condicionamiento a nivel 
interno y externo. Dicha estructura servirá para sustentar la hipótesis de que, en 
mayor medida, el interés del Estado peruano por ser miembro de la OCDE y el 
fortalecimiento de las organizaciones feministas, el cual en esta situación tiene 
un papel relativo con respecto de la OCDE, condicionaron el apoyo al desarrollo 
de políticas a favor de la igualdad de género en la Alianza del Pacífico a partir 
del 2015. 
El capítulo I de la presente investigación buscar explicar cómo se dio el 
quiebre dentro de la AP en materia de género: en el 2015 se da un corte en el 
manejo del tema, pasando de no discutirse a transversalizarse la perspectiva de 
género y desarrollar proyectos en favor de mujeres empresarias cuando se tenía 
conocimiento previo de la afectación causada por la desigualdad de género en 
la región. La presente sección se dividirá en tres partes, donde la primera se 
narrará los sucesos y acciones tomadas previo al 2015; la segunda parte pasará 
a explicar qué ha ocurrido después de la creación de la GTG mientras que la 





economía en las políticas de los últimos gobiernos. El presente capítulo cuenta 
con un carácter más descriptivo que analítico, dando paso a que en los 
siguientes capítulos se analicen las dimensiones internas y externas de la 
investigación.  
Por su parte, en el capítulo II se trabajará con la variable independiente 
secundaria: el fortalecimiento del movimiento feminista al 2015 y su papel en la 
reconfiguración de políticas de género a nivel interno y externo. En el apartado 
de esta sección se utilizan las declaraciones de diversos actores relacionados al 
movimiento y del gobierno, para poder mostrar la importancia relativa de esta 
variable con respecto de la influencia de este actor interno en el rol del Estado 
peruano sobre el desarrollo de un enfoque de género en la AP, a partir del 
quiebre político en 2015. La primera sección recoge el alcance histórico y a nivel 
interno del movimiento feminista peruano; en la segunda parte, el alcance de 
dicho quiebre con respecto de las políticas de género a nivel nacional durante el 
2015. Por último, se explicará la razón por la que la política económica peruana 
limita la influencia de los movimientos en la AP; ello permitirá comprender la 
importancia relativa de la variable y la robustez del siguiente factor. 
En el capítulo III se analiza la variable independiente externa considerada 
como presión externa del presente caso: el condicionamiento del ingreso de Perú 
a la OCDE. Nuevamente, el apartado contará con un carácter 
predominantemente analítico para poder explicar cómo el deseo de formar parte 





secundarios en otras áreas a las económicas, como es la igualdad de género, 
en pos de convertir a Perú en país del primer mundo.  
Para ello, una vez más se dividirá en tres secciones, donde primero se 
estudiará por qué es relevante para el Perú la equidad de género en pos de 
recibir la invitación de membresía por parte de la OCDE, analizando la relación 
OCDE - Perú y el estado actual de esta; luego, la relevancia de la relación con 
Chile en materia de género y el respaldo de este ante los miembros de la OCDE; 
por último, cómo la reconfiguración de estas políticas públicas afectan el ámbito 
multilateral en la medida que la economía no se vea perjudicada, donde el fin 
último del Estado es generar las condiciones esperadas para ser parte de la 
OCDE en pos de continuar con elcrecimiento de la economía. Este capítulo dará 
paso a las conclusiones, la cual sintetizará los principales descubrimientos de la 
investigación con respecto del actual estado de los proyectos y la implicancia de 





CAPÍTULO I. LOS INICIOS DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO Y EL QUIEBRE 





Cuando los presidentes de México, Perú, Colombia y Chile decidieron 
crear la Alianza del Pacífico (AP) mediante la Declaración de Lima el 28 de abril 
de 2011, para luego ratificar dicha decisión a través del Acuerdo Marco de la 
Alianza del Pacífico en 2012, el objetivo principal en mente era una integración 
profunda donde prevaleciera la prosperidad económica conjunta y también la 
libre circulación de bienes, servicios, capitales y personas en los cuatro Estados 
fundadores (EY PERÚ, 2017). Dichas metas no solo se han mantenido a través 
del tiempo, sino que además se han visto reforzadas o expandidas a través del 
trabajo de los Grupos Técnicos y los diferentes niveles organizativos de la AP.  
El incesante ensanchamiento de los temas que los Estados miembros 
consideran relevantes, actualmente existen más de 27 Grupos o Sub-Grupos 
Técnicos dedicados a ello, se debe no sólo al mantenimiento de sus objetivos 
sino a la evolución de los intereses de cada país perteneciente a la AP: desde la 
formulación de la iniciativa, se ha reconocido la existencia de nuevos desafíos 
regionales, como es la lucha en favor del medio ambiente (AP, 2014a) o los 





desigualdad de género, han sido impulsados originalmente dentro de las 
Cumbres Presidenciales de la AP; por otro lado, la decisión de incluir los temas 
de igualdad de género o medioambientales en los objetivos de la AP se debió a 
que ambos temas representaban una situación problemática compartida y, por 
lo tanto, un impedimento para poder alcanzar una integración profunda.  
En el caso de la igualdad de género, comprender cómo se dio el ingreso 
de este tema en las políticas y proyectos de la AP es interesante, puesto que no 
es un desafío nuevo para la región y el resto del mundo: desde finales del siglo 
XIX y principios del siglo XX, las mujeres comenzaron a reclamar su derecho a 
ser personas con derecho al voto y a contar con representación en los espacios 
de gobierno (Holborn, 2018); y para 1979, se observó un incremento de la 
movilización por los derechos de las mujeres a través de la Convención de la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW).  
En la década de 1990, ocurrió un evento fundamental para el 
posicionamiento del género en la agenda global, nacional y regional: en 1995, 
se estableció la Plataforma Beijing para la Acción2 (Van der Vleuten, Van 
Eerdewijk y Roggeband, 2014). A causa de dicho evento, se creó en ese 
entonces el Ministerio de Promoción de la Mujer y del Desarrollo Humano 
(PROMUDEH) en el Perú, hoy Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 
(2012c): 
 
2 La Plataforma Beijing para la Acción fue formulada en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la 
Mujer (CEDAW) en 1995, como un plan ambicioso y extenso en materia de igualdad y 
empoderamiento femenino; a la actualidad, se sigue usando los preceptos señalados en su 





“El Estado peruano, en cumplimiento de acuerdos y convenios 
internacionales, ha asumido compromisos para la reducción de las 
brechas de género entre mujeres y hombres. Uno de estos 
compromisos es la creación del Ministerio de la mujer y 
Poblaciones Vulnerables – MIMP, como mecanismo para impulsar 
el adelanto de las mujeres, en cumplimiento del mandato de la 
CEDAW.” (p.7) 
Así como en Perú dicha plataforma generó un cambio en sus políticas 
públicas, hubo otros actores internacionales que se vieron influenciados por la 
Plataforma de Acción de Beijing: por ejemplo, el Mercado Común del Sur 
(MERCOSUR) buscó cumplir el mandato de la CEDAW a través de la creación 
de la Reunión Especializada de Mujeres (REM) en 1998, posteriormente 
transformado en la Reunión de Ministras y Altas Autoridades de la Mujer del 
MERCOSUR (RMAAM) en 2011 (RMAAM, 2014; Ribeiro, 2014). Con la RMAAM 
se comenzó a trabajar las problemáticas originadas por las asimetrías sociales 
basadas en el género y, para el 2014, ya se había desarrollado directrices para 
una política de igualdad de género en el MERCOSUR (MERCOSUR, 2014). 
Pese a que la discusión sobre la desigualdad de género no es una 
cuestión reciente en la región y siendo un problema común a los cuatros países 
pertenecientes a la AP (OCDE, 2016a), sólo luego del 2015 se hace mención de 
la problemática dentro del bloque y se discuten las acciones a realizar para 
contrarrestarla.  
Para ese entonces, el Perú ya experimentaba los efectos de la violencia 
de género en la sociedad y en el desarrollo del Estado, haciéndole frente a través 
de ciertas medidas: había implementado varios Decretos Supremos en favor de 





Planes Nacionales como el Plan Nacional de Igualdad de Género 2012 -2017. 
No obstante, lo trabajado hasta ese entonces no era suficiente con respecto del 
sentir de la sociedad peruana, al reportarse cada nuevo día otro caso de 
violencia de género; ello implicaba una reconsideración de la aproximación 
realizada hasta ese momento de la problemática, reclamo realizado por la 
sociedad peruana el 13 de agosto del 2015 con la primera marcha de Ni Una 
Menos, movilización que se dio a su vez en países vecinos. Ello fue un reflejo de 
que la desigualdad de género era un problema compartido en Latinoamérica. 
En este punto de la línea de tiempo de la Alianza del Pacífico se empieza 
a valorar que, a mayor igualdad de género, hay mayores probabilidades de una 
mejora en la productividad económica además de optimizar los resultados de 
desarrollo en los cuatro países: las mujeres ganan 30% menos que los hombres 
(PwC, 2016; OCDE, 2016a); de acuerdo con un estudio, la violencia de género 
afecta la productividad y el PBI peruano (Gestión, 2016; Orihuela, 2018; Sausa, 
2018); además, ellas tienden a trabajar 5 – 10% más que los hombres en la 
economía informal (PwC, 2016), un serio problema para las cuatro economías 
de la AP en su lucha por convertirse en países de primer mundo. 
Ante la existencia de información que pudo corroborar cómo la poca 
igualdad de género en los cuatro Estados miembros de la AP impide su 
desarrollo económico como bloque e individualmente, este tema se convirtió en 
uno de los primeros a desarrollar en favor de la integración regional (AP, 2016a). 





de Sebastián Piñera a Michelle Bachelet, haya influido severamente en la 
decisión de trabajar esta cuestión en la AP.  
Michelle Bachelet, quien fuera la primera directora ejecutiva de ONU 
Mujeres, durante su segundo mandato aprobó medidas políticas en favor de la 
igualdad de género en Chile: creó el Ministerio de la Mujer y la Equidad de 
Género e impulsó la creación del Grupo Técnico de Género (GTG) en la Alianza 
del Pacífico (OCDE, 2016a). El Estado peruano, en ese entonces, secundó la 
decisión de agregar la igualdad de género como cuestión a trabajar en la AP y 
la medida de implementar un enfoque de género dentro de la iniciativa y sus 
proyectos (AP, 2015). 
El interés de los mandatarios por los problemas asociados a la falta de 
igualdad de género en sus países y en la iniciativa, se tradujo en la creación de 
la GTG: esta se ha especializado en formular no sólo normativas, sino en la 
búsqueda por reducir efectivamente la brecha de género de los cuatro países 
fundadores a través de proyectos estructurados y funcionales como la 
Comunidad de Empresarias de la AP. La decisión de apoyar este tema a partir 
de ese año, por parte del gobierno peruano, pese a la oposición de una facción 
de la sociedad peruana, responde a diversos factores, principalmente 
económicos y sociales. 
La oposición mencionada previamente se debe a la creencia de estarse 
buscando normalizar la homosexualidad y el aborto a través de la igualdad de 
género, ambos elementos pertenecientes al discurso religioso de evangélicos y 





manejan una cuota de poder. Este tipo de oposición es de carácter conservador, 
puesto que es definido como: “… concepción basada en principios morales 
tradicionales y un respeto irrestricto a la autoridad, en el caso de los 
conservadores…” (Romero, 2010, p.64).  
Otro factor que ha jugado en contra ha sido la renuencia del sector 
financiero de los gobiernos peruanos a invertir fuertemente y eficazmente en la 
lucha por la igualdad: pese a existir desde 1996 un ministerio encargado de ver 
las problemáticas asociadas al género, recién en el 2007 se implementó un 
marco normativo que trabaje por la igualdad de condiciones entre hombres y 
mujeres desde el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) y aún así la 
transversalización del enfoque de género se ha dado de forma incompleta, al no 
incluirse un lenguaje inclusivo u otras variables; no se ha sensibilizado el 
presupuesto público (MIMP, 2012c), persistiendo la problemática de la 
desigualdad al no actuar correctamente.  
La aparición de evidencia que corrobora el vínculo entre el alza del PBI 
con la equidad de género al igual que las presiones internas como externas 
relacionadas a esta materia, han influenciado en uno de los ministerios más 
poderosos en el Perú con respecto de la forma en que viene trabajando la política 
de género y el presupuesto asignado a esta, posibilitándose una política exterior 
a favor de la igualdad entre hombres y mujeres en medida que la política 
económica peruana no se vea afectada. 
Así como la igualdad de género se convirtió en tema necesario de tratar 





decisión sobre qué hacer con estos, dentro del ámbito multilateral de la AP, se 
encuentra expresada en las declaraciones presidenciales, así como en la 
formación de nuevos grupos técnicos, cuyo trabajo es continuar de forma 
especializada los mandatos de las Cumbres Presidenciales.  
Sin embargo, a pesar de la importancia de comprender el trabajo de la 
Alianza del Pacífico en cada uno de sus Grupos Técnicos para un mejor 
entendimiento del mecanismo, nos enfocaremos únicamente en la problemática 
de la desigualdad de género, la cual no sólo genera una desventaja económica 
dentro de los países, sino que impide a los Estados miembrps convertirse en 
países de primer mundo. Entender el proceso de cómo llegó a ser aceptado el 
tema dentro de un país con facciones en contra de la igualdad de género como 
el Perú y en la Alianza del Pacífico marca el punto de partida para comprender 
la magnitud de la iniciativa de integración económica conocida como AP.  
 
1.1. EL NACIMIENTO DE UNA INICIATIVA AMBICIOSA: PERIODO 2011 – 2015 
La Alianza del Pacífico (AP) se formula a partir del fracaso del Arco del 
Pacífico Latinoamericano: el entonces presidente peruano Alan García decide 
formar, con un grupo de Estados de similar proyección política y económica de 
la costa del Océano Pacífico, una nueva iniciativa económica (Observatorio de 
Relaciones Económicas Internacionales, 2016). Este proyecto resulta en un 
mecanismo de integración económica y de desarrollo a nivel regional, creado en 





orientan “…hacia la modernidad, el pragmatismo y la voluntad política para 
enfrentar los retos del entorno económico internacional” (AP, 2018b). No 
obstante, la idea de generar un espacio de integración alrededor de un conjunto 
de Estados no es una idea nueva en la región. 
Así es como esta iniciativa se convirtió en un intento más por alcanzar la 
integración latinoamericana, algo que diversos mecanismos como la Alianza 
Bolivariana para los Pueblos de Nuestra América - Tratado de Comercio de los 
Pueblos (ALBA-TCP) o el Mercado Común del Sur (MERCOSUR) llevan 
intentando conseguir, cada uno con diferentes propósitos. Con respecto de la 
AP, el eje bajo el cual trabaja en pos de alcanzar la integración es el económico. 
El carácter económico de la AP va acorde con los lineamientos de dicha 
iniciativa, que se encuentran especificados en la Declaración de Lima, en la cual 
además, se detalla las áreas de trabajo de los primeros grupos técnicos de la AP 
(2011a): “… facilitación del tránsito migratorio; cooperación policial; facilitación 
del comercio y cooperación aduanera; servicios y capitales …” (p.2). El tratado 
constitutivo de la AP, el Acuerdo Marco, también remarca la importancia del 
factor económico en la iniciativa.  
En el Acuerdo Marco no sólo se especifica el tipo de regionalismo que 
seguirá el mecanismo, abierto, sino que postula a la Alianza del Pacífico como 
poseedora en sus bases de acuerdos comerciales, económicos y de integración 
vigentes que permiten ahondar en las relaciones económicas y comerciales de 
los Estados miembros (AP, 2012). El ahínco de la AP por manifestar su campo 





sociales, muestra una clara identidad neoliberal; esta actitud es para Sanahuja 
(2016) un ejemplo del fin del populismo latinoamericano ocasionado por el viraje 
político de la región ocurrido entre 2015 – 2016, resultando la Alianza del Pacífico 
un modelo exitoso de integración. 
Con respecto del carácter neoliberal que expresa tener la AP, este no se 
encuentra claramente tipificado en la definición de su documento fundacional: 
ante la ausencia de especificación, ello permite a la AP expandir sus objetivos. 
Incluso, en diversas partes del texto apunta que la cooperación se dará a través 
del desarrollo económico de las partes (AP, 2012), mas no plantea la existencia 
de temas restringidos para el desarrollo de dicho mecanismo. De dicha forma, 
se encuentra que la libre circulación de personas, bienes, servicios y capitales 
en la Alianza del Pacífico o cualquier ampliación de sus metas sólo será posible 
si las metas trazadas se dan en un marco de viabilidad económica. 
Muestra de la capacidad de la AP para expandir sus mandatos es la 
Declaración Presidencial del 26 de enero de 2013 en Santiago de Chile, cuando 
se da la primera ampliación de los mandatos de Grupos Técnicos en la AP (AP, 
2013); así, a través de este documento, se reconoce la importancia de desarrollar 
cuestiones asociadas a la seguridad, educación o sociales y asimismo 
económicas, para obtener una integración profunda. Dicho grado de integración 
es el fin último de la Alianza del Pacífico (AP, 2012). Los elementos que han 
servido de evidencia para la ampliación de los mandatos originales y de los 
Grupos Técnicos son reportes de las Naciones Unidas (ONU), la Comisión 





la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE); ejemplo de ello es el uso de 
cifras de la OCDE para comparar a la AP con sus países miembros en materia 
de educación, por parte del Consejo Empresarial de la Alianza del Pacífico 
(CEAP) y de esa forma, crear e impulsar el Grupo Técnico de Educación (AP, 
2014b). 
Un tema que apareció como resultado de la ampliación de los objetivos 
de la AP fue la igualdad de género en el 2015, la cual también se ha servido de 
reportes en favor de dicha materia: tanto la OCDE como la consultora 
PricewaterhouseCoopers (PwC) han realizado reportes cuyos resultados 
revelan, para esta investigación, que a mayor desarrollo en la lucha contra la 
desigualdad de género, mayor desarrollo económico para los países de la AP 
(OCDE, 2016a; PwC, 2016). Estos resultados han brindado datos empíricos para 
justificar la ampliación del mandato de la AP en 2015. 
Con respecto de la igualdad de género y su aparición en la agenda de la 
Alianza del Pacífico, previo al año 2015, no hubo ni una sola mención de dicho 
tema en las declaraciones presidenciales previas a la declaración de Paracas 
como tampoco se hizo alguna referencia explícita en el Acuerdo Marco; no existió 
trabajo previo en materia de género por parte de la AP hasta la creación del 
Grupo Técnico. Durante todo ese tiempo, se desvinculó totalmente de los 
problemas que la mitad de la población, las mujeres, experimentaba.  
El tema más cercano que pudo abarcar la lucha contra la desigualdad de 
género, el desarrollo social, se mencionó en la declaración presidencial de 





Estados miembros sobre temas prioritarios: desarrollo social, medio ambiente, 
innovación, la mediana y pequeña empresa (AP, 2011b). No obstante, pese a 
mencionarse como punto fundamental al desarrollo social en el proceso de 
integración de la AP y este abarcar en grandes rasgos la inequidad de género, 
no se desplegó políticas de género en el espacio de tiempo entre 2011 – 2014. 
La actitud de la AP frente a este tema se debe que era principalmente visto como 
un objetivo social y no económico, su prioridad al agendar nuevos temas.  
Ello cambia con la evolución del mecanismo y un mejor entendimiento de 
la necesidad de desarrollo social además de la importancia por ampliar los 
objetivos de la AP, para una completa integración y viabilidad de su propuesta 
económica, por lo cual se trabaja en paralelo proyectos donde la cuestión 
económica juega un rol no menos importante que el educativo o social: la 
Plataforma de Movilidad Estudiantil y Académica, en los cuales se destaca el 
intercambio de conocimientos; el Programa de Voluntariado Juvenil, el cual 
trabaja principalmente aspectos de conservación medioambiental y cultural; o la 
Plataforma de Intercambio de Información Inmediata para la seguridad migratoria 
de la Alianza del Pacífico, donde se prioriza el objetivo de libre circulación de 
personas. Los proyectos y programas que surgen posterior a la ampliación del 
mandato original de la AP, como el Grupo Técnico de Género (GTG), son una 
muestra del reconocimiento de desarrollar equitativamente otros aspectos 
involucrados en el desenvolvimiento de la sociedad además del económico para 





Por ello, cuando los dirigentes de la AP comprenden de la relevancia para 
sus objetivos económicos y comerciales de la lucha contra la desigualdad y la 
inequidad de género, se da una transformación dentro de la AP tanto a nivel 
normativo como práctico, ya pudiéndose apreciar los resultados parciales en la 
mejora constante de los países miembros en el promedio del Índice de la Brecha 
Global de Género del Foro Económico Mundial. El proceso se narrará a 
continuación, en la siguiente sección. 
 
1.2. 2015, AÑO DE CAMBIOS: EL GÉNERO Y SU APARICIÓN EN LAS METAS 
DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO  
Para los países pertenecientes a América Latina, la desigualdad de 
género y los problemas asociados a este son de considerable preocupación: a 
pesar de ser la tercera región con menor brecha de género en el mundo, solo 
hemos alcanzado un 29,8% de paridad (WEF, 2017). Debido a esto, múltiples 
organismos regionales como la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (CEPAL), el Mercado Común del Sur (MERCOSUR), la Unión de 
Naciones Suramericanas (UNASUR) o incluso la Alianza del Pacífico (AP) han 
decidido adoptar medidas como los objetivos de la Agenda 2030 y aplicar de 
forma transversal el enfoque de género en sus países miembros desde el 2015 
(CEPAL, 2017b). 
En la AP, estas medidas se dieron desde el 2015, cuando el 20 de julio 





de Género (GTG); ello ocurrió durante la Declaración Presidencial de Paracas, 
en la cual se impuso el enfoque transversal de género a todos los proyectos o 
programas realizados, en desarrollo y por concretar de la Alianza del Pacífico 
hasta ese momento (AP, 2015). 
Desde la formulación de la GTG, ya lleva 3 mandatos completos en 
funcionamiento como Grupo de Trabajo, de los cuales Chile ha sido el Estado 
encargado de dicho grupo hasta el 2018, cuando el mandato de la GTG fue 
traspasado a México durante la cumbre presidencial de julio en Puerto Vallarta 
(M. Alemany, comunicación personal, 8 de junio del 2018). La permanencia de 
Chile como coordinador del grupo por tres periodos es un hecho fuera de lo 
común, debido a que la norma es la alternancia del país encargado del grupo al 
finalizar su mandato anual; ello se debe al liderazgo inicial por parte del Estado 
chileno (Funcionaria A, comunicación personal, 17 de agosto del 2018). 
Según el subdirector de la Alianza del Pacífico en el Ministerio de 
Relaciones Exteriores del Perú, Luis Enrique Mayaute (comunicación personal, 
7 de junio del 2018), el GTG es muy productivo en comparación a otros grupos 
de trabajo o técnicos: presenta diversas propuestas en materia de género para 
ser implementadas dentro de la AP, trabajando principalmente temas de apoyo 
a la mediana y pequeña empresaria (AP, 2018b). Los proyectos mencionados 
son el trabajo conjunto con el Grupo Técnico de PYMES para generar ayuda en 
materia legal y asesoría económica a emprendedoras; además, ayudar a las 





Por otro lado, entre los proyectos y programas ya alcanzados para el 
2018, se encuentra la transversalización del enfoque de género aplicada a las 
actividades y proyectos de la AP, donde la transversalización se alcanzó a través 
de la sensibilización en género de 7 de los Grupos Técnicos (GT) de la AP (AP, 
2018a); también se ha cumplido con el mandato presidencial de incluir a las 
mujeres en el proceso exportador a través de los proyectos propuestos por la 
GTG (AP, 2017b). Otra de las actividades cumplidas por el grupo ha sido 
desarrollar un glosario de género, el cual próximamente se encontrará disponible 
en la página web de la AP. 
El glosario de género fue un material realizado por la GTG, en favor de 
que “… facilite la transversalización de la perspectiva/enfoque de género en el 
quehacer de los Grupos Técnicos (GTs) de la Alianza del Pacífico (AP)…” (AP, 
2017b, p.2). Este buscaba alcanzar exitosamente el primer mandato impuesto 
por la cumbre de presidentes, frente al hecho que todos los Estados podían 
entender al enfoque de género de diferentes formas (P. Carrillo, comunicación 
personal, 25 de agosto del 2018), apareciendo de esa forma, la necesidad de 
determinar un concepto universal para palabras como equidad de género o 
empoderamiento. 
El Estado peruano por su parte, para el 2012, ya había establecido una 
definición oficial de enfoque de género a través del Ministerio de la mujer y 
Poblaciones Vulnerables (2012b): “… es un modo de entender las relaciones 
humanas, especialmente las de poder, relaciones construidas sobre la base de 





desigualdad social” (p.19). La existencia previa de dicho concepto ayudó en los 
ajustes hechos al glosario, en el cual los comentarios de los funcionarios 
peruanos sirvieron en la formulación de una definición aceptada por todos (P. 
Carrillo, comunicación personal, 25 de agosto del 2018). 
Asimismo, los conceptos presentes en el glosario tienen de antecedentes 
a los trabajos académicos realizados por Nancy Fraser o Judith Butler, referentes 
feministas; ello permitió alcanzar la unanimidad del voto en favor de las 
definiciones del glosario (P. Carrillo, comunicación personal, 25 de agosto del 
2018). Uno de los conceptos acordados fue el enfoque o perspectiva de género. 
De acuerdo con la Alianza del Pacífico, la perspectiva/enfoque de género:  
“propone desde una mirada socio histórica, una forma de ver y de 
transformar la estructura patriarcal de nuestras sociedades, para 
lograr la igualdad real entre hombres y mujeres. Esta mirada 
problematiza la existencia de jerarquías entre las posiciones de 
poder y de dominación entre las personas, en las cuales 
sistemáticamente las mujeres han quedado relegadas a posiciones 
de subordinación tanto material como simbólica. Dichas posiciones 
subordinadas, es decir, de menor valoración social, se 
entremezclan con discriminaciones cruzadas, donde no sólo el ser 
mujer produce una posición de subordinación social, sino que ésta 
también se encuentra condicionada por otros elementos tales como 
la raza, la clase social, orientación sexual, etc.” (AP, 2017b, p.2) 
Dicho concepto busca abarcar la compleja situación de desventaja de la mujer, 
con el cual otros grupos técnicos y funcionarios de estos puedan trabajar 
claramente en favor de eliminar las relaciones asimétricas de poder entre 
hombres y mujeres además de las vías para ellos (AP, 2017b). Los GT que han 
sido sensibilizados en la materia y cuentan con acceso a este glosario son 





Educación, Asuntos Institucionales y Relacionamiento Externo; se planea 
trabajar también con Agenda Digital, Innovación y Turismo (AP, 2018b). 
La razón por la que no se trabaja con todos los grupos se debe a los 
proyectos que cada uno ha desarrollado o piensa hacerlo: algunos son neutrales 
al género y no existe razón de intervención (AP, 2015); pero en otros, como 
Educación o PYMES, persisten las inequidades asociadas al género como es el 
menor acceso al crédito para las mujeres emprendedoras (OCDE, 2016a). Así, 
se aprecia la adaptación de esta lucha a los preceptos ya trazados por la AP: 
una integración económica regional y al encontrarse los programas vinculados a 
ese tema, la aplicación del enfoque se encuentra mayormente orientado al 
aspecto económico. 
El carácter económico de los proyectos en materia de género de la Alianza 
son una constante crítica a la iniciativa, ya que, de acuerdo con la CEPAL y la 
AP misma, existe una forma de alcanzar la equidad de género y es a través de 
la obtención de autonomía por parte de la mujer; esta se encuentra clasificada 
entre física, toma de decisiones y económica:  
“La autonomía económica, como la capacidad para generar 
ingresos propios y controlar los activos y recursos; la autonomía 
física como el control sobre el propio cuerpo y la autonomía en la 
toma de decisiones como la plena participación en las decisiones 
que afectan su vida y la de su colectividad” (AP, 2017b, p.17). 
Estas deben ser trabajadas en paralelo, puesto que el abandono de una 
implicaría poner en riesgo las otras dos. A partir de dicho lineamiento, se han 
propuesto proyectos que buscan “… derribar el mito de la neutralidad de las 





Hoy en día, existen varias propuestas y proyectos agendadas e 
implementados: se viene desarrollando el proyecto de la Comunidad de Mujeres 
Empresarias de la AP ya por dos años consecutivos; la Plataforma digital de la 
Comunidad de Mujeres Empresarias es un proyecto nuevo, el cual cuenta con 
un año de formulación e implementación; por otro lado se encuentra la propuesta 
de crear un programa de apoyo a la micro, pequeña y mediana empresa 
(MIPYMES) de mujeres de la AP, en esta no sólo se lucha por generar mayores 
espacios para las mujeres, sino se combate los problemas asociados a la 
interseccionalidad en un grupo tan heterogéneo como son las mujeres de cuatro 
países.  
En el programa MIPYMES de mujeres se encuentra una acción principal 
para la erradicación de la desigualdad: “Modificación de las estructuras sociales, 
los mecanismos, reglas, prácticas y valores que reproducen la desigualdad.” 
(AP, 2017b p.8). Al abarcar un tema como la interseccionalidad, dentro de la 
desigualdad de género, se pasa a cuestionar el sistema patriarcal en el ámbito 
cultural y social, algo poco visto en la AP. 
El primer proyecto de la GTG en desarrollarse ha sido la Comunidad 
Mujeres Empresarias de la AP: dicha iniciativa continúa siendo apoyada por el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y se encuentra en su red Conect 
Americas. La Comunidad se planteó como una forma de conectar a empresarias 
de los cuatro Estados a través de workshops, los cuales se dan semestralmente. 





empresarias, reuniendo a la autonomía económica y toma de decisiones entre 
los resultados esperados de la Comunidad. 
Ante el éxito de la Comunidad de Mujeres Empresarias de la AP, se 
desarrolla su Plataforma Digital: ya no sólo interactúan en los talleres 
semestrales, sino que se comunican a través del espacio de la internet y redes 
informáticas, implicando en el proceso un mayor relacionamiento entre sí de 
estas empresarias, la cual ya no tiene que ser a través de los gobiernos de sus 
países, pasando a una zona donde sus nacionalidades ya no tienen relevancia 
para su desarrollo y generando autonomía.  
La plataforma tiene como objetivo último el establecer redes donde se 
pueda permitir a las empresarias interactuar con otras y desarrollar autonomía 
económica, elemento importante en la lucha contra la inequidad de género (M. 
Alemany, comunicación personal, 8 de junio del 2018). Actualmente cuenta con 
1074 miembros y tiene mucha actividad a causa de los diversos artículos de 
opinión, las ofertas de venta y de compra en la página; está cumpliendo su 
objetivo. No obstante, nunca se considera la autonomía física de la mujer, un 
punto clave para que los otros dos tipos de autonomía no se vean restringidos; 
ello implica que las relaciones de poder que se buscan deconstruir, en base a 
las diferencias actuales entre los géneros (MIMP, 2017), no se dan por completo 
y demora el proceso de alcanzar la igualdad. 
Además, pese a que la plataforma es parte de un plan mayor, donde se 
les da herramientas a las mujeres para que en determinado momento se puedan 





deja parcialmente de lado que Perú, Colombia, Chile y México aún cuentan con 
una población rural importante y que la mayor concentración de pobreza se 
encuentra en dicho espacio demográfico; agregado a esto, el 60% de las mujeres 
en Colombia, México y Perú no están bancarizada (PwC, 2016). Ambos 
elementos por lo general son parte del perfil de una mujer que no cuenta con 
acceso a internet, dificultando alcanzar a reducir la brecha de género en la AP, 
ya que las mujeres que aprovechan mejor estas redes son grandes o medianas 
empresarias y no aquellas que tienen mayor urgencia de volverse autónomas 
económicamente hablando. 
En respuesta a las críticas, existe una propuesta de la GTG que plantea 
la creación de un programa que apoye a empresarias MIPYMES en el 
fortalecimiento de la capacidad exportadora. Y, además de darles herramientas 
electrónicas, asesoría legal; también se les enseña a desarrollar estrategias de 
negocios y financiamiento para invertir en maquinaria o mejorar sus procesos 
(AP, 2018b).  
El enfoque de la propuesta expuesta líneas arriba es muy importante, 
debido a que incluye en su plan de trabajo el brindar herramientas electrónicas 
o conocimientos legales entre otras cosas, algo que muchas micro y pequeñas 
empresarias no tienen forma de adquirir por su cuenta, especialmente si se 
encuentran en áreas rurales. De esta forma, se abarca los diferentes matices de 
la desigualdad de género, relacionados con la interseccionalidad. 
El proyecto de empresarias MIPYMES cumple con las recomendaciones 





su informe Igualdad de Género en la Alianza del Pacífico: Promover el 
empoderamiento económico de la mujer y del reporte El futuro de la Alianza del 
Pacífico: Integración para un crecimiento productivo de PricewaterhouseCoopers 
(PwC). En ambos, se recomienda dar apoyo financiero con el propósito de 
facilitar y generar “…mayor acceso a las instituciones financieras y de servicios” 
(PwC, 2016, p.93).  
Nuevamente, se observa que esta propuesta trabaja en favor de la 
autonomía económica y la autonomía vinculada a la toma de decisiones en 
mujeres emprendedoras: ocurre a través del servicio de asesoría legal; además, 
se da al brindar herramientas informáticas y de conocimiento económico, el cual 
es un híbrido de ambas autonomías porque genera tanto la capacidad para poder 
mantenerse a sí mismas y sus familias como espacios de libre decisión, puesto 
que el contar con conocimientos útiles para sus negocios ya no son explotadas 
o se ven presas de las opiniones de otros. Sin embargo, no se trabaja con los 
problemas asociados al control del propio cuerpo, como son los feminicidios o el 
acoso sexual.  
Para Perú, generar empoderamiento económico en mujeres es positivo 
pero todo logro alcanzado en ese ámbito se ve diezmado ante las altas cifras de 
violencia contra la mujer (Sausa, 2018). Ejemplo de cuánto afecta la violencia es 
el 3,75% que se pierde del Producto Bruto Interno (PBI) peruano a causa de este 
problema (Orihuela, 2018), obstaculizándose el fin último de la AP. El resto de 
los Estados miembros de la Alianza afrontan similares a situaciones con respecto 





Además, ninguno de los proyectos en la GTG trabaja de forma activa en 
la deconstrucción del concepto de masculinidad: la igualdad de género busca 
generar equidad de oportunidades y condiciones entre hombres y mujeres, por 
lo que cuando un hombre reprime sus acciones o actitudes a causa de no 
encontrarse aceptado ese comportamiento como masculino, la desigualdad 
persiste (Callirgos, 1996). Tanto hombres como mujeres deben tener autonomía 
sobre su físico y sus decisiones. Esto también es aplicable a todos los casos de 
feminicidio y violencia de género, puesto que se busca romper con el ciclo de 
violencia y no sólo se debe pensar en medidas punitivas o cómo defenderse del 
agresor, sino en estrategias de prevención. El mejor plan preventivo es la 
educación, con la cual se inculca que sin importar el sexo o género, las personas 
son merecedoras de respeto y trato igualitario (La República, 2017). 
Por otro lado, las acciones de la AP en materia de género han buscado 
generar un impacto positivo dentro de sus Estados miembros y mejorar sus 
resultados en los indicadores de los reportes anuales de The Global Gender Gap. 
Dichos reportes ubican a los países en un ranking de acuerdo con el valor de 
varios datos provistos por los gobiernos de cada país, agrupando así en cuatro 
grandes indicadores temas como participación de la mujer en la política o 
diferencia salarial entre hombres y mujeres: salud y supervivencia; participación 
y oportunidades económicas; logros educativos y por último, empoderamiento 





se toma conocimiento de las fallas en alcanzar la equidad de género para la AP 
y cada gobierno3. 
Aunque no se puede establecer una relación de causalidad, las acciones 
tomadas por la AP a partir del 2015 parecen estar vinculadas con en el aumento 
del promedio obtenido entre los cuatro países desde el 2016 de dicho índice, 
habiendo alcanzado un 0.7115 para el 2017. Esta información se contrapone con 
los valores de años previos, cuando entre 2014 y 2015 se observó una variación 
negativa: pasó de tener 0.7049 en 2014 a 0.7013 en 2015 (Tabla 1). Este suceso 
aparenta explicarse en parte por la implementación de los proyectos de la GTG. 
Tabla 1: Promedio General por año del Índice Global de Brecha de Género en 
los Estados miembros de la Alianza del Pacífico 
 Perú Colombia Chile México Promedio 
2011 0.6796 0.6714 0.703 0.6604 0.6786 
2012 0.6742 0.6901 0.6676 0.6712 0.675775 
2013 0.6787 0.7171 0.667 0.6917 0.688625 
2014 0.7198 0.7122 0.6975 0.69 0.704875 
2015 0.683 0.725 0.698 0.699 0.70125 
2016 0.687 0.727 0.699 0.7 0.703223614 
2017 0.719 0.731 0.704 0.692 0.7115 
Fuente: Elaboración propia. En base a World Economic Forum 2011-2017. 
Cuando se observa el indicador de acceso a la salud, la data nos indica 
que casi todas las personas en los países de la Alianza del Pacífico cuentan con 
las condiciones para acceder a cuidados médicos sin importar su género, pero 
 
3 El índice de The Global Gender Gap establece en su medición que el valor más alto sea 2 y 
represente la obtención de la paridad de género en condiciones de excelencia, el valor 1 
representa el alcance de la igualdad sin considerar la calidad de esta en dicho sub-indicador o 
indicador, mientras que el valor 0 representa la absoluta inequidad; los países obtendrán un 
puntaje más o menos cercano alguno de estos valores dependiendo de los alcances obtenidos 
al momento del reporte en materia de empoderamiento político, salud o sobrevivencia, nivel 





dicha atención no maneja estándares de calidad: aún falta brindar acceso 
gratuito al control de la natalidad y a procedimientos de reproducción asistida. 
Los costos de anticonceptivos representan la limitación de la autonomía física de 
la persona; sobre todo en las mujeres, debido a que ellas cargan mayormente 
con la crianza y el cuidado de los hijos (ONU Mujeres, 2015a).   
Comparando ambos periodos de tiempo, encontramos que previo al 2015, 
no hubo ningún tipo de desarrollo en materia de políticas de género dentro de la 
Alianza del Pacífico; mientras que desde esa fecha, se viene gestando e 
implementado 5 actividades y proyectos que marcan una severa diferencia cuyos 
resultados parecen observar en las mejoras del Índice de la Brecha de Género 
del Foro Económico Mundial.   
A pesar de todo, la problemática de la desigualdad de género no se 
encuentra en la sociedad poco tiempo; lleva décadas siendo estudiada desde 
diferentes enfoques y existe evidencia empírica de la gran desventaja para la 
Alianza del Pacífico de la persistencia previa de dicho problema en las 
sociedades de los cuatro Estados: 
“... las mujeres en los países de la Alianza del Pacífico reciben en 
promedio mayor educación que los hombres, hay alrededor de 30% 
más de hombres que de mujeres en la fuerza laboral. Sólo 53% de 
las mujeres están empleadas y siete de cada 10 mujeres 
trabajaban en empleos de servicio… Inutilizar una fuerza laboral 
bien educada es una pérdida que las naciones de la Alianza no 
pueden soportar en este momento.” (PwC, 2016, p.22) 
Ello no explica por qué no se desarrolló una política de género en la AP hasta el 





sucedió durante la década de 1990 y posicionó al género como problema 
importante a resolver desde ese entonces.  
 La disyuntiva del por qué el punto de quiebre en 2015 y no en otro 
momento, también se encuentra reflejada en Perú y los acontecimientos 
relacionados a temas de género. Debido a ello, en la siguiente sección se 
explicará la situación previa del Estado peruano al 2015 y la razón por la que 
decide apoyar a Chile en la ampliación de los objetivos de la AP. 
 
1.3. EL ESTADO PERUANO Y LA IGUALDAD DE GÉNERO: SU PAPEL EN LA 
APARICIÓN DE POLÍTICAS DE GÉNERO DENTRO DE LA ALIANZA DEL 
PACÍFICO 
En los inicios de la Alianza del Pacífico (AP), Perú fue un actor esencial 
para su creación por el año 2011; el presidente peruano de entonces, Alan 
García, se encontraba terminando su mandato presidencial cuando le propuso a 
Colombia, México y Chile formar la iniciativa en base a los interés políticos y 
económicos compartidos (Observatorio de Relaciones Económicas 
Internacionales, 2016). De esa forma, con la Declaración de Lima, comienza la 
AP a trabajar. 
Al término de la gestión de Alan García, se habían promulgado diversas 
leyes, resoluciones ministeriales y decretos supremos vinculados a la igualdad 
de género: por ejemplo, se aprobó la Ley Nº 28983, mejor conocida como la Ley 





artículo 3ro. a la equidad de género como uno de los principios fundamentales 
para la igualdad (2007). Entre el resto de las disposiciones legales aprobadas en 
dicho periodo está la Ley Nº 29430, ley que modifica la Ley Nº 27942 y titulada 
como Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual; la Resolución 
Ministerial Nº110-2009-MIMDES, en la cual se dispone la creación e 
implementación del Registro de Víctimas de Feminicidio (MIMP); y 
modificaciones en leyes orgánicas relacionadas a representación electoral, 
buscando cumplir con las obligaciones internacionales. 
Pese a la existencia de diversas normativas generadas en dicho periodo, 
estas fueron promulgadas buscando cumplir los estándares internacionales 
pedidos por las Naciones Unidas y no tratando de liderar la lucha en contra de 
la desigualdad de género en la región; evidencia de ello es la elección para 
Ministra de la Mujer, al final del mandato presidencial, de Virginia Borra. Ella era 
en ese entonces miembro del Partido Aprista Peruano, quien no contaba con 
experiencia previa en el área y posteriormente no se ha dedicado a ello. Además, 
Alan García, Jefe de Estado en el 2011, en múltiples ocasiones ha declarado 
estar en contra de la despenalización del aborto (Perú21, 2016), una postura 
conservadora para los estándares de Naciones Unidas, la cual apoya la 
eliminación del término aborto como delito (Grimes, 2017). 
Con respecto del aborto en general, en los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM) se encuentran la mejora de la salud materna y ello degenera en 
la búsqueda por crear condiciones menos riesgosas para las mujeres al decidir 





Cualquier tipo de aborto conlleva serios problemas médicos para la madre si no 
es practicado en un ambiente estéril y a cargo de médicos sin el menor interés 
por preservar la vida de la madre, lo cual sucede al encontrarse tipificado como 
ilegal y las cifras de fallecimientos por abortos ilegales no disminuyen, llevando 
a la reflexión si es más viable una política regulatoria en esta problemática a una 
prohibitiva; por lo tanto, regular el aborto en los países en vías de desarrollo 
conlleva la reducción de la mortandad materna por mejorarse las condiciones 
sanitarias en donde se practican (OMS).  
En el caso peruano, pese a encontrarse legislado únicamente el aborto 
terapéutico, este no cuenta con un protocolo de acción, por lo que hace imposible 
la implementación de dicha ley; en otras palabras, en el Perú, cualquier forma de 
aborto es imposible de realizarse por la vía legal. El objetivo en favor de la salud 
materna de los ODM debió ser aprobado antes del 2015 en Perú, pero ello no 
sucedió, debido a la postura de algunos representantes de gobierno así como 
del Poder Legislativo en el 2014 (Gestión, 2015). 
A la actualidad, la condición del aborto no ha cambiado; aún se recolectan 
firmas y persiste la movilización civil en favor de la despenalización tanto para el 
aborto terapéutico, en casos de violación como en las ocasiones que la madre lo 
desee pero continúa siendo un tema muy debatido en el Congreso de la 
República. La postura política del Estado peruano es controversial, puesto que 
ha firmado en el pasado tratados vinculantes como la Convención de la 





los ODM y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y aún así no ha 
cambiado su legislación en materia de acceso a la salud por igual. 
Comparando la línea de tiempo de la AP con la del Perú, encontramos 
que el periodo previo a la inclusión del enfoque de género en la Alianza del 
Pacífico ocurre durante la mayor parte del mandato presidencial de Ollanta 
Humala y con Ana María Jara como la Ministra de la Mujer hasta 2014. Cuando 
se da el relevo de gobierno en 2011 y Ana María Jara, a los 6 meses del nuevo 
mandato presidencial, asume su cargo en el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables (MIMP) luego del paso accidentado por el ministerio de Aída García-
Naranjo, el sesgo religioso de la ministra representó el estancamiento de la lucha 
en favor de la despenalización del aborto y la distribución gratuita de la píldora 
del día siguiente por parte del gobierno (Perú 21, 2011). 
Sin embargo, en materia de violencia sexual y empoderamiento político, 
la exministra resaltó durante su gestión, a causa de sus declaraciones públicas 
y acciones frente al feminicidio, condenándolo (Radio Capital, 2014). Como 
Ministra de Estado y Congresista, inauguró Centros de Emergencia Mujer (CEM) 
por todo el país e impulsó el Proyecto de Ley de Alternancia de Género (La 
República, 2014). Tanto el Proyecto de Ley como los CEM son un reflejo de la 
situación de la mujer; persiste una gran inequidad y violencia de género, la cual 
no se encuentra disminuyendo a causa de la mala orientación dada al problema: 
“Según un estudio de la Defensoría del Pueblo, casi una de cada cuatro mujeres 
asesinadas había denunciado ante los servicios estatales que eran víctimas de 





Por otra parte, para el momento en que la Alianza del Pacífico incluye la 
meta por alcanzar de igualdad de género en 2015, la sociedad peruana ha 
experimentado de forma consistente situaciones críticas para la igualdad de 
género, vulnerándose los diferentes tipos de autonomía. Se genera en dicho 
momento un quiebre en la frecuencia y asistencia a marchas en favor de 
reclamos por mejores condiciones de vida para las mujeres; casos emblemáticos 
como fue la liberación de Adriano Pozo, atacante de Arlette Contreras, 
provocaron un llamado a las calles en agosto del 2015, bajo el emblema de 
#NiUnaMenos (Pighi Bel, 2018). Este tipo de situaciones se llevan repitiendo 
hasta la actualidad, siendo el caso de Eyvi Ágreda el más conocido y uno de 
tantos, el cual ha generado un aparente fortalecimiento del movimiento feminista, 
ahora capaz de ejercer presión. 
El clivaje social ocasionado por el movimiento feminista sólo fue uno de 
los factores para que el Estado peruano asumiera una postura con respecto al 
enfoque de género en la Alianza del Pacífico. Como se explicó en la sección 
previa, la AP únicamente responde cuando existe una ventaja económica y como 
la iniciativa es determinada primeramente por los intereses de los Estados, Perú 
priorizaba aquellas políticas que le dejara continuar siendo una economía 
próspera y solvente ante la comunidad internacional. 
Desde la década de 1990, el Estado peruano basó su economía en el 
modelo económico neoliberal, el cual postula que la privatización de empresas 
públicas y la liberalización de los mercados locales a empresas extranjeras son 





crecimiento económico estable. Las medidas de dicho modelo están 
comprendidas en el Consenso de Washington, diseñado para los países 
aquejados por la crisis de la deuda externa, los cuales necesitaban la ayuda de 
entidades financieras internacionales como el Banco Mundial para salir de esta 
(Parodi, 2015).  
Para el Perú, la política económica ha sido una prioridad en su agenda a 
causa de la traumante experiencia de vivir bajo un sistema hiperinflacionado 
durante el primer mandato presidencial de Alan García, que a fines de 1989 
alcanzó el 2775% de inflación (Cáceres y Paredes, 1991). Además, el 
neoliberalismo económico favorece la liberalización del mercado como también 
la reducción del gasto social, empujando en direcciones contrarias la política 
económica de la social (Torres y Rojas, 2015). Dicha decisión ha reportado un 
crecimiento constante y la estabilidad de la tasa inflacionaria, una de las mejores 
de la región, por lo que los gobiernos desde 1990 no han modificado el modelo 
económico y la agenda económica es la que ha demarcado la política interna y 
exterior peruana hasta la actualidad. No obstante, las políticas internas no han 
podido dejar de lado el reclamo social con respecto al género, coexistiendo 
ambas agendas. 
La mejor forma para expresar dicho estado es a través del ingreso a la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE): una vez 
hecho expreso el deseo de ser parte del mencionado grupo, Perú ha demostrado 
su compromiso al ser uno de los primeros Estados en participar del Programa 





encuentra en los requisito mínimos a cumplir, los cuales son alcanzar ciertas 
cifras en igualdad de género, nivel educativo o acceso a servicios de salud. El 
Perú, lamentablemente, maneja estadísticas de equidad de género muy bajas a 
comparación de los países miembros de la OCDE (El Comercio, 2017), por lo 
que el gobierno ha expresado su interés en trabajar dicho rubro, sirviendo la AP 
de ayuda al gobierno a alcanzar dicha meta. 
Para poder comprender completamente este quiebre en las políticas de la 
AP y por qué el gobierno peruano decide secundar su implementación, se debe 
analizar cuidadosamente el contexto social y político del 2015 además de los 
factores internacionales que influyeron en dicha postura. Por ello, en el siguiente 
capítulo se estudiará a profundidad el principal agente de presión interna del 





CAPÍTULO II. LA IMPORTANCIA RELATIVA DEL MOVIMIENTO FEMINISTA 
EN LA POSTURA PERUANA CON RESPECTO DE LA NUEVA AGENDA DE 





La Ley Nº 12391, con la cual las mujeres pudieron participar en elecciones 
por primera vez en el Perú, fue emitida en 1956 durante el Gobierno de Manuel 
A. Odría y representó un hito en la lucha de los derechos por la igualdad de 
género (Vargas, 2017). No obstante, el Perú fue uno de los últimos países 
latinoamericanos en legislar y reconocer el estatus de ciudadanía a las mujeres; 
a su vez, esta fue una de las primeras manifestaciones feministas.  
Pero, de acuerdo con Vargas (2004), el momento estelar del movimiento 
feminista peruano se dio a partir de 1970: “Los feminismos peruanos, parte activa 
y fundamental […], se desarrollaron, significativamente y con diferentes ritmos, 
desde fines de la década de los setenta.” (p.10). Ya desde ese momento no sólo 
se trabajaba por el reconocimiento de las mujeres como iguales en la sociedad, 
sino se comenzó a cuestionar las condiciones de trabajo, la paridad salarial, la 
libertad a elegir sobre la sexualidad de uno y vivirla como le plazca. A este lapso 





En total, son 3 las olas del movimiento feminista reconocidas por la 
academia: la primera, ubicada a finales del siglo XIX y alcanzando su momento 
estelar en la primera década del siglo XX, buscaba el reconocimiento de la mujer 
como ciudadana a través de su inclusión en los procesos electorales (Ramírez, 
Soysal y Shanahan, 1997; Yeandle, 1998; Grady, 2018); en la segunda, durante 
las décadas de 1970 y 1980, los reclamos implicaban el cambio de una sociedad 
predominantemente patriarcal y excluyente, donde la participación femenina era 
limitada, provocando que la brecha de género no se redujera (Fuller, 2004; 
Yeandle, 1998; Grady, 2018). Desde esta ola, a nivel global, se observa la lucha 
del movimiento por la equidad social y no sólo la política (Grady, 2018). En 
América Latina, la presencia de gobiernos autoritarios durante ese periodo se 
convirtió en un motor de lucha del movimiento. 
Con respecto de la tercera, esta se ubica desde 1990, cuando se 
transformó la visión de cómo alcanzar la igualdad con conceptos como 
empoderamiento económico, interseccionalidad y una mayor institucionalización 
de los colectivos (Matos y Paradis, 2013). Además, desde las Relaciones 
Internacionales y la Ciencia Política, se encuentra caracterizada por la 
Declaración y la Plataforma de Acción de Beijing en 1995, en dicho espacio no 
sólo resurge con fuerza el apoyo al feminismo sino que se propuso medidas 
básicas como implementar el enfoque de género en las políticas públicas de 
cada Estado firmante (ONU Mujeres, 2015b). A partir de este momento, ya no 
sólo se cuestionaba el derecho a un salario igualitario y mayores políticas 





equidad: “Early third-wave activism tended to involve fighting against workplace 
sexual harassment and working to increase the number of women in positions of 
power” (Grady, 2018). 
En la tercera ola del feminismo también aparece el término 
interseccionalidad, creado por Kimberlé Crenshaw, como una forma más efectiva 
de alcanzar la igualdad, al reconocerse a las mujeres como un grupo 
heterogéneo y con diferentes condiciones. Se busca atacar las micropolíticas, 
las cuales en muchas ocasiones no consideran el hecho de ser una mujer negra 
implica ya de por sí un elemento de discriminación frente a una blanca.  
Mecanismos multilaterales como el Mercado Común del Sur 
(MERCOSUR) y países, el Perú fue uno de ellos, adaptaron en ese entonces 
sus legislaturas en favor de agendar y priorizar las problemáticas internas 
asociadas a la desigual relación entre géneros; lo hicieron a través de la creación 
de instituciones o con proyectos de ley inclusivas. Concordando con esto, el 
gobierno de Alberto Fujimori, en diferentes momentos, formuló leyes con estas 
características: la ley de cuotas de género propone la imposición de un 
porcentaje mínimo de mujeres en las listas de candidatos y la ley contra la 
violencia doméstica, la cual implicó el trabajo conjunto de organizaciones 
feministas y congresistas sin importar la ideología. 
La ley de violencia doméstica (Ley N° 26260) fue aprobada en 1993 y bajo 
condiciones ideales, puesto que en aquella ocasión congresistas de diversas 
bancadas y lineamientos políticos trabajaron de forma unida con las 





lo largo de los años, ha experimentado altibajos; actualmente, la relación no es 
mala pero podría ser más cercana entre los funcionarios y las organizaciones 
feministas (A. Vidal, comunicación personal, 28 de agosto del 2018; Funcionaria 
A, comunicación personal, 17 de agosto del 2018). 
A pesar de la promulgación de la ley de violencia doméstica y su posterior 
modificación, la cual buscaba ampliar los conceptos de violencia de género y 
hacer más efectiva su aplicación, no se obtuvo grandes resultados en la lucha 
contra la violencia y la disparidad; para el 2015, la comunidad civil peruana 
expresó estar disconforme con las grandes tasas de feminicidio y de tentativas, 
ocurriendo un gran quiebre el 13 de agosto con la marcha multidinaria Ni Una 
Menos. En dicha marcha participaron diversas organizaciones feministas: 
Manuela Ramos, Flora Tristán, entre otras que apoyan la igualdad de género. A 
través de esta, se marcó un precedente en la lucha por la igualdad de género 
debido al reclamo colectivo presentado en ese entonces, en el cual se utilizó el 
caso de Arlette Contreras como representante de todas víctimas. 
Las movilizaciones civiles permiten a la sociedad y las organizaciones 
civiles expresar sus opiniones con respecto de cómo el Estado se encuentra 
manejando una política, retroalimentando así a las autoridades con los deseos 
de sus ciudadanos; esta forma de expresión es parte del juego democrático. 
La marcha del 13 de agosto no sólo ocurrió en Perú, sino en varios países 
de América Latina: Argentina, Bolivia, México, Uruguay, etc (El Comercio, 2016). 
A nivel global, también surgieron movilizaciones masivas como Me Too y Time’s 





laboral y en contra de la violencia de género (Langone, 2018). Estas marchas 
son un reflejo de cuán fuerte se ha convertido el movimiento feminista, a lo que 
algunos autores señalan como un indicador de estar experimentando la cuarta 
ola del feminismo desde el 2013 (Grady, 2018; Munro).  
En el caso del Perú, la movilización no sólo influyó las políticas públicas 
sino que también ha afectado sus políticas externas de forma indirecta, 
condicionando la postura del Estado peruano con respecto del ingreso de 
políticas de género en la Alianza del Pacífico. A continuación, se explicará el 
proceso experimentado por este movimiento en la coyuntura peruana hasta 
alcanzar a influir en el área de la política exterior peruana. 
 
2.1 UN GRUPO DE PRESIÓN INTERNO EN ASCENSO: EL MOVIMIENTO 
FEMINISTA 
En el 2001, luego del retorno a la democracia, el escenario político era 
incierto; no había certeza de si reaparecería el sistema de partidos o si 
nuevamente recaeríamos en una autocracia. En todo caso, actualmente la 
democracia aún se mantiene como nuestro sistema político, mientras que los 
partidos nunca se recuperaron y con estos, los movimientos sociales. El conflicto 
armado interno en la década de 1980 y la represión de los espacios de 
representación civil en 1990 provocaron que los movimientos sociales perdieran 
sus cuotas de poder (A. Vidal, comunicación personal, 28 de agosto del 2018), 





sombras de lo que eran en el pasado y la movilización ciudadana pasara a ser 
mal vista. 
Los movimientos, por ende, redujeron su capacidad de influencia como 
grupos de interés dentro del Estado peruano en ese entonces; la movilización 
feminista fue la excepción. En el caso del movimiento feminista4 peruano, a pesar 
de verse de igual forma afectado por la inestabilidad política de las últimas 
décadas del siglo XX, sobrevivió (Blondet, 2002). Al desaparecer instancias de 
representación civil dentro del juego democrático, los derechos de las mujeres, 
que en la historia han contado con poco espacio en la política hasta el último 
siglo, avanzaron y se hicieron concesiones nunca antes vistas (Blondet, 2002). 
Pese a dichos avances, no se pudo eliminar la desigualdad o ciertos imaginarios 
colectivos relacionados a la igualdad de género; resultado de ello es la 
persistencia de las relaciones asimétricas entre ciudadanos peruanos a causa 
de su género. 
En el caso del Perú, las ONGs más representativas son Manuela Ramos, 
Flora Tristán, DEMUS, entre otras; existen desde la década de 1970, cuando la 
segunda ola del feminismo empezó, y aún se mantienen activas. El movimiento 
feminista peruano ha experimentado altibajos en la historia con respecto de su 
capacidad de agencia: no se encuentra estrechamente vinculado a los partidos 
 
4 “El movimiento feminista es un movimiento político, con perfiles propios, que no se diluye al 
interior de otros movimientos. No es simplemente añadir aspectos reivindicativos referidos a las 
Mujeres, a las plataformas y programas de otros movimientos. No es tampoco un conjunto de 
reivindicaciones aisladas. Es la explicitación de una concepción del mundo, de una utopía que 
sustenta estas reivindicaciones; un mirar la realidad desde la perspectiva de la otra mitad de la 
humanidad. desde la urgencia de revertir las condiciones que hacen posible su subordinación 





políticos, lo cual le ha permitido mantenerse vigente pero con bajo perfil hasta el 
ascenso de Alberto Fujimori. Un contexto de mayor apogeo fue en 1995, cuando 
a nivel internacional se estableció la Declaración y Plataforma de Acción de 
Beijing de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer (CEDAW). Esta situación dio paso a la tercera ola 
del feminismo, cuyo alcance fue global, y por consiguiente, la colocación de la 
igualdad de género como punto de agenda en los países firmantes de la 
declaración.  
Para 1995, a pesar de no regir bajo estándares completamente 
democráticos, el gobierno peruano participó en la instauración de la Plataforma 
de Acción de Beijing y en 1996, creó el Ministerio de Promoción de la Mujer y del 
Desarrollo Humano (PROMUDEH), conocido actualmente como Ministerio de la 
Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP), buscando así cumplir con algunas de 
las disposiciones de la CEDAW (ONU Mujeres, 2012).  
El representante peruano que asistió a dicha conferencia trabajó de la 
mano con la ONG Manuela Ramos en busca de contar con conocimiento previo; 
este escenario es una muestra de la relación entre el movimiento feminista y las 
entidades estatales, además de probar cómo el fujimorismo mantuvo vigente al 
movimiento mientras que otros como los sindicatos se vieron limitados (Blondet, 
2002). Frente a la amenaza política que los sindicatos de profesores 
representaban a causa de su poder previo, una fracción del movimiento feminista 





“El gobierno de Fujimori fue el que más derechos políticos otorgó a 
las mujeres, generando la disputa entre democracia y gobierno 
autoritario dictatorial. En estas condiciones de igualdad formal y 
ausencia de espacios democráticos para ejercerla y expandirla, 
aprendimos que no era cierto que ciudadanía y democracia fueran 
procesos simultáneos ni era cierto que los derechos políticos de las 
mujeres, en sí mismos, expandieran la democracia. La estructura 
de oportunidades abierta por el gobierno para las mujeres 
conllevaba, al mismo tiempo, las restricciones políticas impuestas 
por un clima autoritario que asfixiaba la democracia. Los cambios 
discursivos en relación con la democracia comenzaron a abrirse 
paso.” (Vargas, 2004, pp.13 - 14) 
Dicha actitud se debió al poco espacio en la arena política interna que la 
democracia había brindado en el pasado al movimiento feminista; especialmente 
a aquellas mujeres no sólo discriminadas por su género, sino también por sus 
raíces étnicas. Ello luego generó un gran debate frente a la violación de derechos 
fundamentales y la postura ha tomar sobre dicha situación por los colectivos. 
El compromiso firmado por los representantes peruanos en Beijing no 
impidió la vulneración de otros derechos fundamentales, sobre todo los 
vinculados al control de natalidad y la libertad de tomar una decisión con respecto 
de ello. Muestra de ello son las mujeres sometidas a esterilizaciones forzadas 
durante el gobierno de Fujimori: “Se les acusa de haber dirigido un plan de 
esterilizaciones forzosas, 'bajo presiones, amenazas e incentivos con alimentos, 
sin que fueran debidamente informadas' a más de 200.000 mujeres, la mayoría 
indígenas, entre 1996 y 2000, de las cuales 18 murieron.” (Puertas, 2002).  
Analizando la actitud tomada durante el mandato presidencial de Alberto 
Fujimori, este buscaba solamente cumplir con los mínimos establecidos de 





a nivel interno se continuaba vulnerando los derechos fundamentales de las 
personas. 
En este espacio se encuentra el movimiento feminista peruano; se 
esperaría un rechazo profundo a las decisiones del presidente de ese entonces 
pero, ante los avances alcanzados durante su gestión en materia de género, el 
movimiento se vio originalmente en una disyuntiva con respecto de respaldar al 
gobierno de turno o condenarlo. Ello no impidió las críticas de algunos 
representantes feministas en ese entonces, siendo una de estas voces el grupo 
de Mujeres por la Democracia (MUDE); no obstante, muchas prefirieron apoyar 
la reelección de Alberto Fujimori en las elecciones del 2000 (Blondet, 2002; 
Barrig 2008). Se generó tensiones dentro del movimiento, debilitándose en el 
proceso (Barrig, 2008). 
La mayoría decidió ignorar la vulneración de derechos, bajo el concepto 
de ser el precio a pagar por haber impulsado e implementado políticas sociales; 
era un mal menor en contraposición a cortarle el alimento a muchos niños o 
regresar a un régimen exclusivo de hombres, siendo el posible recorte al 
programa de vaso de leche un ejemplo de ello. La amenaza tácita funcionó 
perfectamente como chantaje. Lo que hizo el gobierno peruano en la década de 
1990 fue practicar el clientelismo y captar a un electorado que por largo tiempo 
fue dejado de lado (Blondet, 2002). 
La actitud de las mujeres representantes populares es perfectamente 
racional: realizaron ciertas concesiones en favor de un objetivo mayor, el cual 





cumpliendo así con el principio de transitividad. A su vez, la teoría de grupos de 
presión va en consonancia con la elección racional y su aplicación en el 
liberalismo, ya que postula que la actitud de los actores políticos en la arena 
política es capaz de ser configurada, de acuerdo con la maximización de 
beneficios y la reducción de costos (Parra, 2005).  Los beneficios, entonces, son 
los intereses del colectivo y la reducción de costos es un escenario donde ya no 
haya desigualdad o violencia contra la mujer. En la búsqueda por encontrar dicho 
equilibrio, se hace uso de la influencia del movimiento en la sociedad y se 
negocia con los gobiernos en pos de obtener lo que reclaman. De dicha forma, 
Fujimori aplicó el clientelismo entre las lideresas, pero a su vez se vio obligado 
a aprobar leyes en favor de los derechos de las mujeres si deseaba mantener su 
apoyo. 
 Un ejemplo de la aplicación de la teoría de grupos de presión sucedió 
luego de la reelección de Alberto Fujimori en el 2000, momento en el que era 
altamente cuestionado por la sociedad civil y la oposición política: 
“El monolítico bloque fujimorista se estaba agrietando y las pugnas 
por el poder que protagonizaban los líderes de cada sub-grupo 
dentro del fujimorismo se translucían cada vez con más 
desvergüenza. Ante esta situación, el Jefe optó por ubicar a las 
mujeres de cada fracción -no a los hombres que las lideraban en 
los puestos directivos del Congreso unicameral, como una manera 
de aplacar los conflictos y resolver rápidamente la situación…” 
(Blondet, 2002, p.52). 
El Jefe de Estado elegido usó un hito histórico, una Mesa Directiva dominada por 
mujeres, de forma que estas no sólo aliviaran los conflictos en el interior del 
partido, sino que disuadiera a las feministas de cuestionar la forma en que fue 





 Con el fin del decenio de Fujimori, se continuaron aplicando políticas 
sociales, siendo el programa del Vaso de Leche muestra de ello. No obstante, el 
interés del Estado por desarrollar políticas de género en comparación a la 
década anterior se redujo considerablemente; al final, también el movimiento 
feminista se vio afectado por la desaparición de instituciones sociales en la 
sociedad peruana debido a que la facción que no apoyó las acciones del 
Fujimorismo sufrió la misma suerte que los sindicatos y la que optó por respaldar 
la violación de derechos humanos, se han adaptado a las reformas de su partido 
y la lucha por los derechos de la mujer han pasado a segundo plano.  
Tristemente, las cifras de violencia familiar y sexual no se han visto 
reducidas con el paso del tiempo (Pighi Bel, 2018); en otras palabras, seguimos 
encontrando atrocidades cometidas tanto por agentes del orden como por civiles 
contra hombres o mujeres por su género, aunque actualmente la mujer se 
encuentra en mejores condiciones a nivel jurídico que en 1995. Cambia 
lentamente la legislación, mas no la sociedad.  
Pese a que el movimiento sobrevive en el espacio público y genera 
demandas al Estado peruano (ONU Mujeres, 2012), no es hasta que en el 2015 
drásticamente el tema de la igualdad de género se convierte en un tema 
prioritario en la agenda de la sociedad civil. Se genera el reclamo, el cual busca 
pasar el tema al espacio público, tratando así de obtener condiciones de igualdad 
tanto para hombres como mujeres. Un ejemplo que revela dicha diferencia con 





Ello es una muestra del punto de quiebre en la capacidad del movimiento 
feminista con respecto del trato de la problemática. 
Previo al 2015, año en el cual se realiza la gran marcha del colectivo Ni 
Una Menos y la cual genera la promulgación de la Ley para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar (Ley 
Nº 30364), se habían aprobado el Plan Nacional de Igualdad de Género 2012 – 
2017 (D.S. Nº 004-2012-MIMP); el I y II Plan Nacional de Igualdad de 
oportunidades entre hombres y mujeres (D.S. Nº 001-2000-PROMUDEH; D.S. 
Nº 009-2005-MIMDES); el Plan Nacional Contra la Violencia hacia la Mujer 2009 
- 2015 (D.S. Nº 003-2009-MIMDES); las leyes bajo las cuales se regían dichos 
Planes Nacionales y otras vinculadas al tráfico de mujeres (Ley Nº 28950), el 
hostigamiento sexual (Ley Nº 27942) y la creación de hogares temporales para 
víctimas de violación sexual (Ley Nº 28236). Todos estas leyes y propuestas se 
dieron en un lapso de 15 años, entre 2000 y 2015.  
Sin embargo, las cifras de feminicidios5 y la persistencia de la brecha 
laboral dejaban claro que los avances alcanzados no ofrecían a la comunidad 
datos prometedores. Ejemplo de ello son las cifras de feminicidios y tentativa de 
feminicidio desde la creación del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables (MIMP): Desde el 2011 hasta el 2017, los casos reportados como 
tentativa de feminicidio aumentan de forma contante mientras que los casos 
registrados como feminicidios muestran reducciones en diferentes años, por lo 
 
5 “El feminicidio se define como el asesinato de las mujeres perpetrado por los hombres por el 





que la cifra no ha variado de forma significativa (Tabla 2). Por otro lado, un 
estudio del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) concluyó que la equidad 
laboral había alcanzado los 53.1 puntos en el 2010 y en el 2015, 54.7 puntos (El 
Peruano, 2017). Pese a que se ha mejorado en la calidad y cantidad de los 
trabajos, dichas mejoras son leves, ya que en 5 años sólo había crecido 1.6 
puntos el indicador de mejores trabajos con respecto de la brecha laboral. 
Tabla 2: Número de casos de víctimas de feminicidio y de tentativa registrados 
por el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 2011-2018 
 2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 20186 
Feminicidio 93 83 131 96 95 124 121 103 
Tentativa de Feminicidio 66 91 151 186 198 258 247 217 
Total 159 174 282 282 293 382 368 320 
Fuente: Elaboración propia. En base a Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables 2018: 
p.5. 
En las Leyes y Planes Nacionales expuestos previamente, el papel del 
movimiento alterna entre el de observador, impulsor y verificador, donde el MIMP 
busca validar sus Proyectos de Ley con las Organizaciones Feministas (A. Vidal, 
comunicación personal, 28 de agosto del 2018); ONU Mujeres, 2012). En 
cambio, con la Ley Nº 30364, promulgada en 2015, se observa cómo la sociedad 
civil empodera y da la capacidad de ejercer presión al movimiento y las 
organizaciones que lo conforman; así, adquieren poder y la posibilidad de injerir 
en el Estado, a través de políticas públicas capaces de ser influenciadas desde 
fase de agendación. Ello será analizado con mayor detenimiento en la siguiente 
sección. 
 





2.2 EL FORTALECIMIENTO DEL MOVIMIENTO FEMINISTA EN LA 
RECONFIGURACIÓN DE LAS POLÍTICAS ESTATALES PERUANAS 
 Haciendo una revisión del estado en el que se encontraba Perú en materia 
de igualdad de género para el 2015, se observan Leyes, Decretos Supremos y 
Planes Nacionales promulgados tanto en temas de violencia hacia la mujer o de 
género como en igualdad de oportunidades para ambos sexos; no obstante, no 
hubo disminuciones en la data relacionada al feminicidio ni se había reducido 
considerablemente la desigualdad en el país. 
El alza en las cifras se aprecia en los noticieros y diversos medios de 
información, cuando todos los días se presenta un nuevo caso de violencia 
familiar y sexual; a través de estos se han dado a conocer los casos de Eyvi 
Ágreda o Arlette Contreras, los cuales han generado un reclamo masivo de las 
actuales condiciones bajo las cuales una mujer tiene que verse sometida para 
no enfrentar la muerte por el sexo que tiene (Pighi Bel, 2018). Dichos casos han 
permitido mostrar cómo el movimiento feminista se ha fortalecido y el punto de 
quiebre de la sociedad civil participante al dejar de ser un grupo de interés para 
convertirse en uno de presión. 
De acuerdo con Mella (2014), existen diferentes categorías dentro del 
accionar colectivo como los grupos de interés, los partidos políticos y los grupos 
de presión:  
“Los grupos o asociaciones de interés son actores colectivos que 
buscan representar o promover demandas colectivas referidas a la 
obtención de bienes públicos. Se entiende, en consecuencia, que 





políticos. Por su parte, los grupos de presión son actores colectivos 
que, siendo originalmente una asociación de interés, poseen la 
capacidad real de generar efectos en los procesos de toma de 
decisión en el Estado.” (p.124).  
De acuerdo con esta definición, entendemos que las organizaciones feministas 
y el colectivo civil pertenecen, primeramente, a los grupos de interés y 
dependiendo de su capacidad de injerencia en las políticas de sus sociedades, 
se convierten en grupos de presión. Por ello, a partir de las marchas masivas 
ocurridas en el 2015 y las políticas aprobadas en ese entonces, se puede deducir 
que el fortalecimiento del movimiento feminista implicó mayor espacio de 
influencia en la agendación de políticas estatales. Ello evidencia su 
transformación de un grupo de interés a uno de presión. 
Continuando con lo postulado, las organizaciones feministas cuentan con 
alcance a nivel estatal, dado que su capacidad de movilización en diferentes 
ciudades peruanas ha marcado un punto de quiebre social y político con respecto 
de la situación de vulnerabilidad de la mujer. Ejemplo de ello es la labor en 
regiones de la Organización Flora Tristán, la cual trabajó “… tema de identidad 
y el reconocimiento de las organizaciones de mujeres en diferentes regiones del 
país…” (ONU Mujeres, 2012, p.80). 
La salida a las calles de la sociedad civil7 y la mayor capacidad del 
movimiento con respecto del Estado peruano para exigir un cambio en la 
situación o condiciones mínimas, también se encuentra respaldado por 
aparentemente estar dándose, desde un momento aún no determinado de la 
 
7 El rol de la Sociedad civil, de acuerdo con Patricia Carrillo, es el de vigilar las políticas públicas, 





década del 2010, la cuarta ola feminista (Grady, 2018; Munro). A diferencia de la 
tercera ola del feminismo, ocurrida durante la década de 1990, el internet y las 
redes sociales juegan un rol esencial en el reclamo social actual. 
 ¿Por qué se postula que el fortalecimiento del movimiento feminista 
peruano es parte de una cuarta ola de feminismo global? Se debe a que, en 
simultáneo con el Perú, en otros países como Argentina o México se realizaron 
el 13 de agosto del 2015 movilizaciones que buscaban generar un reclamo a sus 
gobiernos con respecto de la violencia de género y cómo este continúa 
aumentando. Por otro lado, en el resto del mundo, la sociedad civil ha continuado 
movilizándose en contra del hostigamiento sexual y la violencia hacia las 
mujeres, usando las redes sociales para brindar información y la difusión de esta. 
 En el Perú, la respuesta del Estado peruano a los reclamos hechos por el 
movimiento feminista y el resto de la comunidad civil fueron varios, marcando un 
precedente en materia de la lucha por los derechos de la mujer: 
“Ante estas demandas, el Estado ha respondido con avances 
importantes en la aplicación legal del enfoque de género en los 
entes encargados de atender los hechos de violencia de género, 
desde la Policía hasta el Poder Judicial. Después de la marcha de 
Ni Una Menos, se ha dado la aprobación de la Guía de 
procedimientos para la intervención de la Policía Nacional del Perú 
en el marco de la Ley N° 30364 para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer y los integrantes del grupo familiar; se 
ha designado a Fiscalías Provinciales Penales a nivel nacional para 
conocer casos de feminicidio; se ha aprobado el Plan Nacional de 
Capacitación a jueces, sobre Justicia con perspectiva de Género y 
se tienen importantes avances en la penalización de la violencia 
psicológica y la violencia contra las mujeres e integrantes del grupo 
familiar gracias al Decreto Legislativo N° 1323.” (Gómez, 2017) 
Sobre la creación de la Ley Para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 





deroga la Ley Nº 26260, promulgada en 1997. Entre ambas leyes hay varias 
diferencias: en la nueva, ya no es necesario que las partes concilien, lo cual no 
es lo deseado para este tipo de casos (Loli, 2018); además se plantea, con 
medidas específicas, acciones a realizar para la prevención de nuevos casos y 
por último, se tipifica al feminicidio como delito.  
Con la nueva ley, se busca reducir las estadísticas de violencia de género 
desde un nuevo ángulo, a través de la prevención y la intervención temprana; 
para alcanzar ello, se decide aplicar el enfoque de género como parte esencial 
en el armado de esta política. Además, al presentar formas claras de 
intervención, con respecto de la fase de prevención, se observa que esta ley es 
la aplicación de una política a largo plazo:  
“Fortalecer en todas las modalidades y niveles educativos la 
enseñanza de valores éticos orientados al respeto de la dignidad 
de la persona en el marco del derecho a vivir libre de violencia, 
eliminando los estereotipos que exacerban, toleran o legitiman la 
violencia, inferioridad o subordinación en el grupo familiar, en 
especial los que afectan a la mujer.” (Ley Nº 30364) 
Además de este inciso, los siguientes explican las intervenciones a realizar en la 
educación, con la cual buscan brindar información y talleres a cada miembro de 
la familia, incluido los padres, en pos de erradicar definitivamente la sociedad 
machista que genera el alza en los números de feminicidios por año. De esa 
forma, se está repensando lo construido acerca de las masculinidades, atacando 
el problema de todas las perspectivas posibles. 
A esta política le acompaña el Plan Nacional Contra la Violencia de 





de una estrategia estructurada multisectorial, las medidas narradas en la ley: “… 
en el marco del nuevo sistema funcional se establezcan las bases para que la 
intervención del Estado sea más potente y eficaz, y así se contribuya a reducir 
los niveles de prevalencia de la violencia de género hacia las mujeres.” (D.S. Nº 
008-2016-MIMP); dicha estrategia se llamó Sistema Nacional para la 
Prevención, Sanción y Erradicación de la Violencia contra las Mujeres y los 
Integrantes del Grupo Familiar. A través de esta, no sólo diversos sectores del 
Ejecutivo intervienen, sino que además los gobiernos regionales y locales tienen 
un rol dentro del Plan Especializado. En teoría, se aplica así el principio de 
interseccionalidad. 
La entidad rectora de la aplicación es el MIMP y la relación de este con el 
movimiento feminista experimenta en los últimos años una falta de estrechez (M. 
Díaz, comunicación personal, 25 de agosto del 2018); de acuerdo con la 
Secretaria Ejecutiva Adjunta de la Coordinadora Nacional de Derechos Humanos 
y la Coordinadora del Programa Sexualidad y Autonomía Física del Movimiento 
Manuela Ramos, podría haber mayor vínculo. No obstante, las diferentes 
organizaciones feministas peruanas cuentan con presencia en el Ministerio, 
asumiendo en ocasiones y desde hace varios años, los cargos de funcionarias 
públicas mujeres reconocidas por su trabajo a favor de los derechos de la mujer 
y en Organizaciones No Gubernamentales (Carrillo, 2018; Funcionaria A, 
comunicación personal, 17 de agosto del 2018). 
El vínculo laboral entre el MIMP y las Organizaciones Feministas es 





a la necesidad de la parte estatal por contar con técnicos especializados en 
materia de género al momento de su fundación, ya que desde la función pública 
no se formaban en dicho ámbito para el año 1995; por ello, se continúa 
recurriendo a organizaciones como Manuela Ramos, DEMUS o Flora Tristán por 
seguir sirviendo como espacio de especialización frente al ministerio. 
Al no estrecharse la relación entre Estado y organizaciones, pese a su 
vínculo laboral, da a pensar que el fortalecimiento del movimiento feminista y su 
capacidad de condicionar la reconfiguración de políticas públicas se debe a su 
facultad de ejercer presión en la sociedad y esta a su vez, en el Estado; hay 
codependencia entre las entidades. 
 El planteamiento de una ley integral por parte del Estado peruano y su 
consecuente implementación, representan el acercamiento de la postura del 
gobierno al enfoque de igualdad de género; ya desde el 2012 se hablaba de 
aplicar el enfoque de género a través del Plan Nacional de Igualdad de Género 
2012-2017 (D.S. N° 004-2012-MIMP) y pese a las trabas presupuestales 
experimentadas, la presión ejercida por la movilización civil y feminista han 
obligado que desde el 2015 se discuta e incluso agende la igualdad de género 
como tema relevante para el gobierno de turno.  
 Pese a todas las innovaciones hechas en el marco jurídico, se puede 
observar muchos obstáculos para la correcta implementación del enfoque de 
género en Perú y la erradicación de la violencia de género: las cifras de violencia 
de género a septiembre del 2018 muestran un alza de 9 personas, a diferencia 





políticas que generen autonomía económica en el colectivo femenino no cuenta 
con presupuesto (M. Díaz, comunicación personal, 25 de agosto del 2018) y el 
Plan de Igualdad de Género 2012-2018 también nació sin este (Chumpitaz, 
2018). Estas falencias presupuestarias han provocado que la estrategia de 
prevención, una política de largo plazo, se vea debilitada a causa de no poder 
promoverse la autonomía económica, uno de los ejes de las políticas de 
prevención en materia de igualdad de género (Loli, 2018).  
Así como se reconoce la relevancia de este principio en las diferentes 
políticas públicas peruanas, en la siguiente sección se pasará a explicar cómo, 
a pesar de existir condicionantes internas, estas no cuentan con el mismo 
espacio de poder en la política exterior que en las internas, revelándose como 
un factor secundario en el proceso de agendación de una política exterior 
peruana. A pesar de ello, su papel es de vital importancia para entender este 
fenómeno y el porqué del accionar del Estado peruano con respecto de la 
implementación de políticas de género en la AP.  
 
2.3 LA POCA CAPACIDAD DE AGENCIA DE LAS RECONFIGURACIONES 
POLÍTICAS INTERNAS EN EL DESARROLLO DEL ENFOQUE DE GÉNERO 
EN LA ALIANZA DEL PACÍFICO 
Cuando se compara las innovaciones del Estado peruano en materia de 
políticas de género con los proyectos y productos del Grupo Técnico de Género 
(GTG) de la Alianza del Pacífico (AP), se puede observar una disonancia entre 





desarrollado Planes Nacionales y leyes en contra de la violencia de género, en 
los cuales la autonomía económica es un objetivo más para un fin mayor, la AP 
se ha focalizado en impulsar proyectos donde la mujer potencie sus posibilidades 
para ingresar al mundo laboral y prosperar como empresarias. Dicho contraste 
llama la atención al considerarse el poder de injerencia de los movimientos 
feministas en el 2015 sobre políticas de género. 
Producto de los reclamos de la sociedad civil y las presiones que estas 
han generado en el Estado a causa de la violencia de género, el gobierno 
peruano ha tomado diversas medidas en favor de mejorar sus resultados 
además de satisfacer a la sociedad con respecto de esta materia: lo ha hecho a 
través de la Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las 
mujeres y los integrantes del grupo familiar (Ley Nº 30364), la cual representa 
un hito en la lucha por combatir la violencia hacia las mujeres a nivel interno. No 
obstante, no se hace mención alguno de un lineamiento por parte de la AP en 
contra de la violencia de género en sus propuestas a desarrollar como tampoco 
en sus proyectos.  
En situación similar se encuentra el Plan Nacional Contra la Violencia 
hacia la Mujer 2016-2021, el cual estableció una mayor interacción de la 
sociedad con la administración pública: 
“…habiendo culminado la vigencia del ‘Plan Nacional Contra la 
Violencia Hacia la Mujer 2009 – 2015’, aprobado mediante Decreto 
Supremo Nº 003-2009-MIMDES, el Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables, como órgano rector, responsable de 
formular, planificar, dirigir y ejecutar las políticas, planes, 
programas y proyectos nacionales para la prevención, protección y 





participación descentralizada con representantes de 
organizaciones y entidades públicas y privadas a nivel nacional un 
nuevo ‘Plan Nacional Contra la Violencia de Género 2016 – 
2021’…” (D.S. 008-2016-MIMP, 2016a) 
Este plan permite un mayor involucramiento en los procesos de toma de decisión 
y en el rendimiento de cuentas a causa del fortalecimiento del movimiento 
feminista, ya que la población puede exigir mejores acciones y respuestas al 
Estado gracias a la presión del movimiento feminista, pero una vez se traslada 
dichas mejoras internas a un espacio de cooperación, se observa que la 
sociedad civil o el movimiento no maneja el mismo papel como grupo de presión 
interno al no darse interacción entre las organizaciones feministas y Cancillería 
(P. Carrillo, comunicación personal, 25 de agosto del 2018). 
Ello no significa que se encuentre completamente desatendida la 
problemática, puesto que la GTG ha desarrollado programas en función del 
empoderamiento económico femenino, un elemento importante en la lucha 
contra la inequidad. A causa de la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres (Belém do Pará) y la 
Plataforma de Acción de Beijing, se ha planteado la necesidad de enfrentar la 
violencia no sólo desde la prevención sino desde la autonomía: por ello, ante la 
evidencia de estarse perdiendo más del 1.2% del PBI a causa de la violencia 
porque “ …el 71.2% de las mujeres dueñas de una MYPE es víctima de 
violencia…” (Gestión, 2016) y que la autonomía es una medida a favor del 
mejoramiento en las cifras de feminicidio, la formación de la GTG implicó una 





brindarles herramientas con las cuales romper el círculo de sumisión, ya que deja 
de lado las políticas de prevención pero les permite ser solventes. 
Además, pese a que carece de poder condicionante el accionar civil en 
este espacio, sí se puede apreciar la intervención indirecta y limitada a través de 
las tomadoras de decisiones con respecto del establecimiento de los objetivos 
iniciales del GTG. Principalmente se basa en la relación histórica del movimiento 
feminista con el MIMP sobre funcionarias públicas con historial laboral en 
organizaciones feministas o comprometidas con la causa.  
Con respecto de la relación histórica, desde la creación del Ministerio 
rector de los problemas asociados al género en 1996, una Ministra, 2 
Viceministras y 2 Directoras Generales del Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables (MIMP) provienen de la ONG Manuela Ramos (Carrillo, 2018). La 
presencia tácita del movimiento feminista a través de funcionarias públicas 
cercanas a este, es muy común dentro del Ministerio: los colectivos de mujeres 
existen desde mucho antes de la creación de dicha institución, siendo estos los 
que apoyaron al Gobierno durante la reunión de la Convención de la Eliminación 
de todas las formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW) en 1995 al 
brindar conocimiento de teorías feministas y otros elementos necesarios en una 
cumbre de ese calibre (Funcionaria A, comunicación personal, 17 de agosto del 
2018).  
Fueron partícipes indirectamente de las decisiones tomadas en la 
CEDAW, el espacio multilateral compuesto por países afiliados a las Naciones 





la creación de lo que hoy se conoce como MIMP en 1996. Ello ha continuado 
hasta la actualidad, tanto en altos mandos como en los medios. 
En el periodo temporal en el que se aprobó políticas de género en la AP, 
la encargada del ministerio cumplía con este tipo de perfil, de vinculación al 
movimiento feminista pero no era la única funcionaria con pasado en una ONG 
feminista. Esta influencia es indirecta, puesto que se puede encontrar un indicio 
de esta influencia con el análisis del currículum vitae de las funcionarias públicas 
vinculadas al caso: las principales son la Ex Ministra de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables, Marcela Huaita y Patricia Carrillo, Ex Directora de la Dirección 
General de Transversalización del Enfoque de Género (DGTEG) al momento de 
la creación del Grupo Técnico de Género en la AP. Ellas fueron las primeras en 
manejar el tema desde el Perú, para luego tratarlo Margarita Díaz, Ex Directora 
de la Dirección General de Igualdad de Género y No Discriminación (DGIGND), 
cuando cambia el mandato de la GTG. 
Con respecto de Marcela Huaita, asumió el cargo de Ministra del MIMP 
en febrero del 2015 y cuenta con amplia experiencia en el área: se encuentra 
diplomada en temas de género; ha investigado diversos temas acerca de la 
violencia de género, los derechos sexuales y reproductivos, los derechos de la 
mujer y las barreras legales para los 3 tipos de autonomía de la mujer en América 
Latina. También ha desempeñado cargos públicos relacionados a esta materia, 
como Viceministra durante el periodo 2012 - 2014 en el MIMP y ha sido asesora 
principal de la Comisión de la Mujer del Congreso de la República. Por otro lado, 





gubernamentales, siendo la ONG Manuela Ramos una de estas, ya que 
representó a dicha organización en el “VI Congreso Internacional de Salud y 
Desarrollo de Adolescentes y Jóvenes” durante el 2009 (SPAJ, 2009). Luego de 
su salida del Ministerio, ha continuado dedicándose a temas vinculados al 
género, llegando a ser la Presidenta de la Comisión Interamericana de Mujeres 
en 2016. 
En el caso de Patricia Carrillo, especialista también en materia de género, 
ha estado vinculada en mayor medida con organizaciones feministas como 
Manuela Ramos, Flora Tristán o DEMUS: a partir del año 1985 laboró en ONGs 
feministas y de derechos humanos, siendo el Movimiento Manuela Ramos uno 
de estos; en el 2002, ocupó el cargo de Gerenta de Promoción de la Mujer en el 
PROMUDEH; además, trabajó desde el 2012 y por 4 años en la DGTEG del 
MIMP. Actualmente se desempeña como la Coordinadora del Programa 
Sexualidad y Autonomía Física del Movimiento Manuela Ramos. 
El historial de ambas demuestra no sólo conocimiento en el tema, sino 
además una estrecha vinculación con el movimiento feminista; ambas han 
trabajado previamente en la ONG Manuela Ramos y durante sus mandatos, 
dicha organización mostró apoyo al Estado en materia de igualdad de género 
mientras que otras no lo hicieron. Este vínculo ha impactado en sus decisiones 
como funcionarias públicas y en el caso específico de Patricia Carrillo, su 
desempeño como Directora de la DGTEG no sólo ha afectado el trabajo del Perú 
en la AP sino que a nivel interno, ha trabajado directamente con diferentes 





obtenido con éxito que en 40 instancias nacionales y subnacionales este se 
encuentre implementado.  
La última funcionaria pública por analizar es Margarita Díaz Picasso, la 
cual tuvo a su cargo la implementación de los proyectos de género con respecto 
de la AP: en el caso de ella, su perfil es mucho más internacional, habiendo 
trabajado en el pasado con el Programa de la Naciones Unidas por el Desarrollo 
(PNUD); el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF); el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) y la Agencia Peruana de Cooperación 
Internacional (APCI). Es a través de este último trabajo que tiene el primer 
contacto con la AP, en los Acuerdos GAI del 2013, cuando era asesora jurídica 
de APCI; en dichos acuerdos, se dan razones económicas y sociales para la 
creación del Grupo Técnico de Cooperación, el cual trabajará luego 
estrechamente con el GTG. 
En materia de género, si bien cuenta con una maestría en Política Social 
con mención en Género, Población y Desarrollo por la Universidad Mayor de San 
Marcos, no existe registro de algún trabajo previo con organizaciones feministas; 
mas hay evidencia de haber laborado en el pasado con organizaciones de 
desarrollo sostenible, como la Asociación Kallpa, cuyo grupo poblacional son 
personas en situaciones vulnerables. Ello es reflejo de la cercanía con las 
organizaciones sociales, además de mostrar el interés por alcanzar el desarrollo 
social e inclusivo en todas sus gestiones.  
Sobre la AP y las primeras acciones realizadas para implementar el 





Glosario fue de vital importancia para mantener la coordinación dentro de los 
Estados participantes en temas de género, determinándose en este espacio las 
diferencias entre las autonomías, las divergencias entre sexo / género, y cuál es 
la denominación de empoderamiento femenino (AP, 2017).  
Nuevamente, fue relevante para la realización de este glosario la 
experiencia previa en temas de género de los diversos actores participantes, 
debido a que la academia en años previos ha realizado investigaciones donde 
se han postulado estos elementos y sus definiciones. Los movimientos 
feministas de Latinoamérica con respecto a esto se encuentran en sintonía, 
sucediendo en Perú y Chile movilizaciones sociales alrededor del 2015 que 
marcaron sus sociedades y han permitido que se establezcan lineamientos 
políticos similares (Ibarra, 2018). 
De acuerdo con Carrillo (comunicación personal, 25 de agosto del 2018), 
durante la fase de formulación del glosario, en el cual se discutían las maneras 
de aproximarse a la igualdad de género, el Perú tuvo un papel líder en el 
establecimiento del enfoque de género y no una perspectiva de género. Ello 
debía ser aprobado de forma unánime y, al compartir un marco internacional 
normativo y académico común con Chile (Paredes, 2018) y muy similar a 
Colombia y México, el trabajo dentro de la AP fue posible de realizarse 
fluidamente. Esta acción dentro de la AP, pese a ser mínima en comparación a 
otros proyectos de la GTG, refleja la autonomía de estas tomadoras de 
decisiones, frente a facciones estatales como el Poder Legislativo que se 





Sin embargo, el sólo estar impulsando proyectos en favor de la autonomía 
económica de la mujer, limita toda la capacidad del glosario como lineamiento 
en favor la sensibilización de la sociedad y refleja la incapacidad del Estado 
peruano para posicionarse como referente en la materia, por no proponer un 
enfoque más amplio y efectivo. 
La orientación de los proyectos, en favor del empoderamiento económico 
y postulando que su trabajo principal es dar herramientas para poder deconstruir 
el sistema patriarcal, revela a su vez los intereses del Estado peruano al aceptar 
ser parte de este grupo: satisface los mínimos a alcanzar en materia de género 
y no interfiere con la economía al no aumentar los gastos sociales sin que este 
reporte mayores ingresos. La GTG le permite mejorar sus indicadores en materia 
de igualdad y se recibe un comentario positivo de la comunidad internacional al 
aparentar luchar contra la desigualdad, donde los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS) de las Naciones Unidas y la Organización para la Cooperación 
y el Desarrollo Económicos (OCDE) exigen se tomen medidas.  
Ejemplo de ello es el establecimiento de la Dirección de Promoción y 
Desarrollo de la Autonomía económica de las mujeres, la cual nació sin un 
presupuesto fijo (M. Díaz, comunicación personal, 25 de agosto del 2018). Dicha 
dirección fue creada durante el mandato de la Ex Ministra Marcela Huaita, en el 
2015, ante la necesidad de contar con un despacho que manejara temas de 
autonomía económica para mujeres; el establecimiento de dicho despacho y la 
formación en simultáneo del GTG parece ser más que una mera coincidencia, 





indicadores en igualdad de género, pero al no contar con presupuesto, cualquier 
actividad no podrá desenvolverse en todo su potencial. 
¿Por qué se da esto, si existe evidencia positiva con respecto de a mayor 
igualdad en materia de género, la economía seguirá creciendo? Se debe a la 
idea de algunos economistas, como es el caso del Presidente del Instituto 
Peruano de Economía (IP), Roberto Abusada, que la igualdad de género es un 
tema meramente social y no transversal a toda la política pública (Abusada, 
2018). Este pensamiento es más común de lo que parece. La política peruana 
se ha visto en los últimos 30 años absorbida por las configuraciones económicas 
y su poder al momento de determinar qué se implementa en el ámbito interno. 
La priorización de la política económica peruana no sólo afecta a nivel interno, 
sino que tiene un efecto condicionante en la política exterior y la capacidad de 
agencia de esta es mayor al movimiento feminista, aún cuando las 
organizaciones feministas se han visto fortalecidas desde el 2015. 
Ello se debe a que el neoliberalismo económico brindó estabilidad a una 
sociedad peruana en crisis en la década de 1990, por lo que el modelo se ha 
mantenido y ha implicado que los tomadores de decisiones tiendan a seguir sus 
directrices. Según Torres y Rojas (2015), los lineamientos del Consenso de 
Washington llevaron a que gradualmente se fuera reduciendo el gasto social en 
pos de la estabilidad del modelo económico, lo cual ha sido respaldado por la 
comunidad internacional: 
“La nueva ideología de libre mercado gestó una separación de la 
forma en que ambas políticas operaron durante el periodo de 





económico y aspiraciones sociales. El replanteamiento de esta 
relación refleja el tránsito hacia el modelo de economía abierta 
impuesto por la dinámica económica de orden global 
(Chossudovsky, 2003, pp.319-326; Guillén Romo, 1997; Vidal Villa, 
1998, p.105)”. (p.46) 
En el caso de la igualdad de género, este tema es parte del paquete de políticas 
sociales que todo gobierno maneja y visto desde el neoliberalismo económico, 
no aporta a la economía sino que implica mayor gasto, por lo que actores como 
el MEF limitan su accionar pese a la existencia de condicionantes internas y 
estudios académicos a favor de un mayor compromiso con la igualdad de 
género.  
De acuerdo con lo señalado previamente, el carácter neoliberal del 
gobierno peruano se debe a la influencia tanto en el ámbito interno como 
internacional, generando por ende presión de igual forma en el Estado y en sus 
decisiones dentro de la AP. Ello se puede entender en la codependencia bajo la 
cual se encuentran tanto el mecanismo multilateral como en los países 
participantes: al crearse la AP y definir su agenda y sus principios, estos se 
basan en los intereses de los Estados; por lo que si el Perú le da prioridad a su 
agenda económica y el resto de miembros comparte esta política, se tiende a 
desarrollar políticas principalmente económicas en el mecanismo. 
Con respecto de la creación del Grupo Técnico de Género, en este punto 
intervienen las diferentes organizaciones feministas peruanas a través de las 
funcionarias públicas: pese a la preferencia de la tendencia económica por 
reducir gastos, son capaces de apoyar la creación de dicho Grupo de Trabajo y 





género, elemento importante para cualquier proyecto a desarrollar. Su presencia 
supone la importancia relativa del movimiento feminista frente al modelo 
económico vigente, debido a que se trabajan políticas sociales en la medida de 
que estas no aumenten gravemente el gasto social del Estado. La instauración 
de la GTG es un reconocimiento de la existencia de cierta capacidad de 
injerencia por parte de las organizaciones feministas en la política exterior. 
 El tipo de presencia del movimiento feminista peruano, en la política 
exterior y especialmente en la AP, explica porqué los proyectos de la GTG son 
económicos en su mayoría y el carácter social aún se encuentra relegado. Para 
reafirmar esta declaración, se encuentra el logro de la sensibilización en género 
a los Grupos Técnicos (GT) de la AP, el cual sólo se ha dado en 7 GTs: Agencias 
de Promoción, Estrategia Comunicacional, PYMES, Cooperación, Educación, 
Asuntos Institucionales y Relacionamiento Externo; próximamente, Agenda 
Digital, Innovación y Turismo (AP, 2018a). Estos grupos trabajan en un espacio 
preponderantemente económico.  
A su vez, al comprometerse con la GTG en desarrollar y participar de los 
acuerdos desde su formulación, y no continuar participando de forma regular en 
las Rondas de Grupos Técnicos mientras que otros funcionarios públicos 
peruanos sí asisten a diferentes reuniones de sus Grupos Técnicos de la AP 
(Funcionaria A, comunicación personal, 17 de agosto del 2018; Inf. Nº 02-2016-
MIMP/DGTEG), además de no brindar presupuesto a las áreas encargadas de 
implementar las disposiciones de la GTG (M. Díaz, comunicación personal, 25 





de la aprobación de políticas de género en la AP no sólo respondían a un 
condicionamiento de la sociedad civil sino son de otro tipo. En el siguiente 
capítulo se analizará la otra variable postulada como condicionante para la 
postura del gobierno en el 2015, la cual apoya las pretensiones económicas del 
Estado: la postulación a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (OCDE) y los mínimos de igualdad de género necesarios para ser 
parte de dicho organismo. 





CAPÍTULO III: LAS PRESIONES EXTERNAS CON RESPECTO DEL 





El Perú, a inicios de la década de 1990, se encontraba prácticamente en 
bancarrota: las políticas populistas del Estado peruano durante el primer 
gobierno de Alan García no ayudaron a mitigar la crisis de la deuda externa, 
generando una hiperinflación de 2775% a fines del año 1989 y una nueva crisis 
en la balanza de pagos; ese año llevó a la desconfianza de organizaciones 
internacionales con respecto a brindar ayuda financiera al Perú (Cáceres y 
Paredes, 1991). La recesión económica en ese periodo de tiempo y el manejo 
de esta no inspiraban confianza en organizaciones como el Banco Mundial (BM) 
o el Fondo Monetario Internacional (FMI), los cuales a su vez exigían un cambio 
radical de la política monetaria peruana para poder ayudar financieramente; 
dichas políticas se encuentran enmarcadas como lo que hoy se conoce el 
Consenso de Washington e implicaban la aplicación de políticas neoliberales. 
En paralelo a la implementación de las políticas del Consenso de 
Washington, el Estado peruano aprobó diversas leyes que favorecían a la 
población femenina a través de la imposición de cuotas en los procesos 





dedicado a las problemáticas de las mujeres (Barrig, 2008). Pese a marcar una 
agenda innovadora para América Latina en materia de género, las motivaciones 
para empujar dichas leyes eran meramente políticas: el gobierno de Alberto 
Fujimori utilizó la causa del movimiento feminista para obtener mayor aceptación 
pública y así legitimar sus acciones, varias de ellas cuestionadas por haberse 
violado derechos humanos. 
La privatización de instituciones estatales y la liberalización de los 
mercados en favor de reinsertarse en la economía mundial rindió frutos y se 
superó la crisis económica exitosamente. A inicios del 2000, pese que a la 
coyuntura política interna era volátil y especuló negativamente contra la inversión 
privada, el país creció un 3.1% y tuvo una tasa inflacionaria de 3.7%, valores 
estables que hablaban en favor del país a nivel internacional (BCRP, 2000). 
Dicha política monetaria se mantiene actualmente y esta ha permitido al Estado 
imponerse la meta de dejar ser un país en vía de desarrollo, la cual se planteó 
formalmente a principios del gobierno de Ollanta, en el 2012, con el pedido de 
ingreso a la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). 
Para poder alcanzar los niveles de vida promedio de países desarrollados, 
no sólo basta con mejorar la política económica del Estado: al igual que en un 
proceso de integración, los gobiernos deben potenciar las diferentes áreas que 
incluyen tanto lo social como la seguridad, ya que una buena administración 
económica reporta resultados de corto plazo mas no de largo plazo. Ello ha sido 
discutido en diversos espacios internacionales como las Naciones Unidas y 





públicas, siendo la igualdad de género uno de los temas que necesitan ser 
potenciados para que el Perú sea parte del primer mundo. 
Aunque durante el decenio de Fujimori y los sucesores de este han 
continuado desarrollando leyes y proyectos en pos de la igualdad entre hombres 
y mujeres, dicha política no ha sido la prioridad de los gobiernos, 
desenvolviéndose de acuerdo con la postura de la ciudadanía y la viabilidad 
económica. El factor económico es muy importante para la agendación de una 
política; este puede delimitar el marco de acción y por lo tanto, el Ministerio de 
Economía y Finanzas muestra tener un tremendo poder dentro de la estructura 
estatal: 
“…existen ministerios como el MEF (Ministerio de Economía y 
Finanzas), que tiene funciones transversales sobre las demás 
instituciones, puesto que controla y dirige la política de gasto y 
presupuesto público que afecta o viabiliza políticas (como las 
decisiones públicas). Por ello, este Ministerio será capaz de 
posibilitar o declinar que una política pública exista, en tanto 
aprobará o desaprobará los proyectos de inversión pública (PIP). 
Consideraremos por ello que este Ministerio será una institución 
con poder de veto”. (Valverde, 2014, p.194) 
Dicho poder ha sido favorable en el desarrollo de leyes a favor de la inclusión 
social y la igualdad de género, en medida que la economía peruana no haya 
experimentado reveses y fluya en la misma dirección que los intereses del 
Estado, por lo que la política económica neoliberal ha permitido el progresivo 
avance en materia de género de los últimos 20 años en el Perú. 
Al ser el primer objetivo del gobierno mantenerse solvente y continuar 
desarrollándose la política monetaria peruana de forma positiva, esta ha 





país en vía de desarrollo; por ello, el Perú ha utilizado los espacios multilaterales 
como plataforma para sus objetivos y tanto el ingreso a la OCDE como la 
aprobación para crearse un Grupo Técnico de Género (GTG) en la Alianza del 
Pacífico (AP) son un reflejo de estos intereses. A continuación se explicará cómo 
la conformidad de la ampliación del mandato de la AP relacionada al género se 
encuentra condicionada a la postulación del Perú como país miembro de la 
OCDE. 
 
3.1 LA OCDE Y LA LUCHA POR LA IGUALDAD: LA CLAVE DEL INGRESO 
La OCDE, al igual que otros Foros y Organizaciones Internacionales, se 
estableció durante el Estado de bienestar europeo: ante el mal manejo del 
Tratado de Versalles de 1918 con respecto de los países vencidos, al finalizar la 
Segunda Guerra Mundial, Estados Unidos ideó el Plan Marshall, el cual consistía 
en la reconstrucción económica de Europa en pos de evitar volver a cometer los 
errores de 1918; por ello, se creó la Organización para la Cooperación 
Económica Europea (OCEE) y al ser exitosa, se decidió ampliar su mandato. Su 
evolución ha llevado a que el propósito de esta sea “…promover políticas que 
mejoren el bienestar económico y social de las personas alrededor del mundo” 
(OCDE). 
Actualmente la OCDE cuenta con 37 miembros, de los cuales sólo 3 son 
latinoamericanos y Costa Rica ya ha recibido formalmente la invitación para 
realizar el proceso de membresía; por otro lado, Perú, Brasil y Argentina han 





de recibir dicha invitación. Para obtenerla, los Estados miembros deben votar de 
forma unánime a favor del país invitado y por ello, hay un factor político como 
también se analiza la proyección de este a largo plazo, donde se busca ver un 
correcto manejo y desempeño en sus políticas públicas. 
Todo el proceso, desde que aparece la intención del país por ingresar 
hasta su aceptación oficial en el organismo, es largo y trabajoso: la invitación de 
la OCDE debe provenir de sus Estados miembros, ser una iniciativa, la cual no 
asegura la adhesión del país invitado. Para esto, los países han interactuado 
previamente en otros espacios y el primer indicio de estar siendo considerados 
para recibir la invitación es formar parte de alguno de sus programas o trabajar 
en alguna instancia interna como es ser miembro del Centro de Desarrollo de la 
OCDE. 
Luego, se revisa el estado de sus políticas públicas, analizando si los 
resultados reportados en los programas son una señal de bienestar o si hay 
necesidad de mejorarlos. En este punto se compara diferentes aspectos de la 
sociedad con los indicadores recogidos de sus Estados miembros. Una vez 
considerado el país como económica y socialmente viable, se les hace una 
invitación; pero esto no representa que se interrumpa la supervisión con respecto 
del compromiso por políticas públicas eficientes y transparentes, ya que aún 
faltan varios años para ser oficialmente miembros de la OCDE.  
Pero ser parte de la OCDE también presenta sus desventajas, porque 
para poder ingresar, los miembros deben haber alcanzado un nivel superior de 





integrantes y de organismos internacionales financieros al pasar “un umbral de 
ingreso de 12.500 dólares per cápita fijado por el Banco Mundial” (Vargas, 2018). 
Ello se debe a que se encuentra establecido que los países del organismo 
brinden ayuda mas no deban pedirla, por lo que se refieren a la OCDE como un 
club muy exclusivo, a causa de la exigencia en los estándares mínimos a cumplir. 
Debido a esta característica, los países integrantes de la organización son 
considerados como países desarrollados o del primer mundo que no necesitan 
ayuda económica y ello puede ser contraproducente para el Perú actual, ya que 
aún no se encuentra en el nivel de desarrollo suficiente para prescindirlo, 
complicando la postulación peruana (M. Díaz, comunicación personal, 25 de 
agosto del 2018). 
Sobre Perú, el cual hizo expresa su intención en 2012 de ser parte de la 
OCDE, pero desde de antes de dicha fecha se encontraba interesado 
(Funcionario B, comunicación personal, 2 de noviembre del 2018), ya ha 
buscado formas de alcanzar los indicadores del organismo en la espera por ser 
considerado como país apto y obtener la invitación de adhesión. Sólo luego de 
la invitación a formar parte del Programa País en diciembre del 2014 es que la 
OCDE refleja su interés en convertir al Perú en un país miembro. 
Los indicadores mencionados previamente no son únicamente 
económicos; abarcan temas de salud, educación, corrupción, medio ambiente, 
entre otros. La OCDE postula una visión de desarrollo integral, expresada en la 
Convención constitutiva del organismo: “…para lograr el máximo crecimiento de 





los países miembros, mientras se mantiene la estabilidad financiera y 
contribuyendo así al desarrollo de la economía mundial…” (OCDE, 1960). Dicho 
enfoque se debe a que se formuló la OCDE en 1960, durante el Estado de 
Bienestar europeo, por lo que el factor social y la protección de los derechos 
humanos en las economías representan elementos importantes para su ingreso. 
El Perú es el primer país en ser parte del Programa País, un programa de 
la OCDE, el cual se lanzó en diciembre del 2014 bajo la premisa del trabajo 
conjunto en pos de obtener mejores políticas públicas y ajustadas a los 
estándares internacionales. El proyecto cuenta con 19 proyectos repartidos en 5 
grandes áreas temáticas: remover barreras contra el crecimiento, gobernanza 
pública, anti-corrupción e integridad en el sector público, capital humano y medio 
ambiente (OCDE, 2016b). 
A través de los reportes del programa, se da una creciente interacción 
entre los actores, participando activamente el Perú en comités especializados de 
la OCDE y ha firmado la ‘Declaración sobre Ética, Integridad y Transparencia’ 
además del Convenio para Combatir el Cohecho; todos estos elementos reflejan 
el compromiso de las autoridades peruanas por mejorar sus prácticas en pos de 
la candidatura a la OCDE y la importancia del elemento social en el concepto de 
economía para el organismo, como expuso el Secretario General Ángel Gurría 
en el Foro Perú OCDE 2016: 
"Los objetivos que nos fijamos en nuestro Programa País 
sintonizan perfectamente con los del presidente Kuczynski y su 
gobierno: mejorar las políticas públicas para conseguir un 
crecimiento más inclusivo. Hoy tenemos el placer de informar sobre 





inclusivo, el desarrollo territorial, la gobernanza pública y el 
desarrollo de competencias. Observamos con satisfacción el 
compromiso de colaboración del gobierno peruano con la OCDE y 
esperamos que esta fructífera relación se refuerce y se amplíe en 
los próximos años". (OCDE, 2016c) 
En los informes multidimensionales de la OCDE para el Estado peruano con 
respecto del Programa País, se puede encontrar mención del desarrollo social y 
de género en cuestiones de acceso igualitario a oportunidades laborales y 
educativas, argumentando que estos problemas retrasan reformas y la mejora 
de las políticas públicas (OCDE, 2016b). 
Las políticas sociales en la OCDE abarcan una amplia gama de temas, de 
entre los cuales resalta la igualdad de género. Este objetivo se estableció en 
2010 con la ‘Iniciativa de Género de la OCDE’ y es considerado un punto esencial 
para el desarrollo económico, de acuerdo con el Secretario General del 
organismo, Ángel Gurria: “La igualdad de género es un imperativo, no una 
opción. Cerrar la brecha de género debe ser una parte central de cualquier 
estrategia para crear economías y sociedades más sostenibles e inclusivas. . .” 
(Adema, 2014, p.123). Ello se ve respaldado por diferentes estudios que han 
demostrado cuánto perjudica la desigualdad y la violencia de género en el 
crecimiento económico de un país (Gestión, 2016; OCDE, 2016a; Orihuela, 
2018; PwC, 2016; Sausa, 2018).  
El caso peruano muestra que, desde 1990, se agendó e implementó una 
política en favor de la igualdad entre hombres y mujeres: ante la mejora 
económica, se pudo discutir políticas vinculadas a la inclusión social y de género, 





encuentran orientadas principalmente a la lucha contra la violencia de género y 
no tanto al empoderamiento económico. 
Las políticas públicas peruanas y la forma en cómo han sido 
administradas son puestas a prueba desde finales del 2014, cuando se da un 
punto de inflexión para el Perú. La OCDE manifiesta su interés en el 
desenvolvimiento económico del Estado peruano y la posibilidad de invitarlo a 
ser parte del organismo, en el momento que coordinan que Perú sea el primer 
país en participar del Programa País. Ello es una invocación para alcanzar los 
requisitos impuestos en su convención además de los diversos tipos de 
indicadores y los valores promedios de estos en los Estados miembros. Al ser 
uno de los indicadores a analizar la igualdad de género, los niveles de este y 
cuánto afecta al desarrollo de una economía integral puede condicionar el 
ingreso de la OCDE al Perú: 
“Alcanzar tal objetivo demandará una drástica reducción de la 
desigualdad en el Perú, problema señalado por la OCDE como una 
gran barrera para el desarrollo nacional. Luchar contra la 
desigualdad en el país implica la reducción y erradicación de las 
brechas de género, pero estamos lejos de ello. Basta comparar al 
Perú con los países que pertenecen a la OCDE. Una muestra de 
ello se observa en el empoderamiento económico de las mujeres.” 
(Oxfam, 2017, p.4) 
Por ello, el Estado revaloriza cómo se continua su lucha contra la desigualdad 
de género y qué se puede hacer para mejorar los resultados.  
Son diversas las instituciones interesadas en el proceso de candidatura 
del Perú a la OCDE, siendo una de ellas el MEF y cuyo poder permite o restringe 
que se lleve a cabo con éxito una reforma política; en este caso, se ha reconocido 





nivel internacional el Perú sea visto como un espacio económicamente viable y 
pese a que ha expresado su apoyo en favor de las reformas, la demora en la 
asignación de un presupuesto al Plan Nacional por Igualdad de Género (La 
República, 2018; Gestión, 2018) y la creación de una Dirección especializada en 
el empoderamiento económico de las mujeres pero que no maneja un 
presupuesto (M. Díaz, comunicación personal, 25 de agosto del 2018), mina los 
avances que el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables (MIMP) necesita 
y cuestiona la voluntad política de la institución.  
 Aunque se haya aumentado el presupuesto del MIMP desde el 2015, ello 
no es suficiente, limitando la posibilidad de ingresar a la OCDE desde dentro del 
Estado; existe un compromiso parcial por parte del Ejecutivo. Sin embargo, la 
lucha por obtener la invitación de adhesión no se ha detenido, sigue desde otros 
espacios: con ello se refiere al ámbito bilateral y multilateral, entre los cuales 
resalta el país vecino de Chile, miembro de la OCDE desde 2010 y ejemplo en 
políticas públicas. En la siguiente sección se ahondará en dicha relación. 
 
3.2 LA RELEVANCIA DE LA RELACIÓN CHILE – PERÚ EN EL 
CONDICIONAMIENTO DE LA OCDE EN MATERIA DE GÉNERO 
Cuando el Estado peruano busca un referente regional en materia de 
agendación e implementación de políticas públicas, una de las opciones que 
surgen es Chile; desde el fin de la dictadura de Augusto Pinochet hasta la 
actualidad, ha conseguido con éxito retornar a las prácticas democráticas y a su 





de crecimiento anual en los últimos 20 años (OCDE, 2010). Dichos datos le 
permitieron formar parte de la OCDE en 2010 y de esa forma, ser el primer país 
sudamericano y el segundo latinoamericano en ser miembro de la OCDE. 
Para el 2010, preferir el ingreso de Chile frente al poderoso Brasil 
implicaba pasar del hegemón regional: el Estado Brasileño se encontraba dentro 
de un grupo de países que estaban dejando de ser considerados como 
economías subdesarrolladas y se les denomina como BRICS por representar 
cada uno una sigla. Los países son Brasil, Rusia, India, China y Sudáfrica y en 
ese entonces eran planteados como los gigantes de sus regiones. Además, 
dicho año implicaba el fin del segundo mandato presidencial de Lula Da Silva, 
periodo en el cual la política exterior brasileña jugó un rol estelar en los diferentes 
espacios multilaterales: 
“Los cambios en el sistema internacional reconocidos por el 
gobierno de Luiz Inácio Lula Da Silva, han impulsado a los 
encargados de la política exterior brasileña a preparar el escenario 
propicio, para convertirse un actor global importante, necesitando 
para ello, la consolidación de Brasil como líder regional en 
Suramérica para catalogarse como una potencia regional” (Sierra, 
2015, p.19). 
El hecho que no haya sido Brasil invitado a formar parte de la OCDE hasta la 
actualidad, indica que otros factores aparte de los económicos pueden 
condicionar la adhesión de nuevos miembros; reafirmándose el enfoque de 
desarrollo integral, donde la economía va de la mano con incluisividad. 
 La invitación de adhesión a la OCDE se realizó durante el segundo año 
del primer mandato de la Ex Presidente chilena, Michelle Bachelet, en 2007 y 





Estado chileno asumió un grupo de recomendaciones asociadas a la 
transparencia de la OCDE que la administración de Bachelet y posteriormente la 
de Piñera se comprometieron en cumplir; al 2018 sólo faltan 3 de los 60 
originales (Vargas, 2018).  
Entre los diversos temas a los que está comprometido el Estado chileno 
en la OCDE es la lucha contra la desigualdad de género. En simultáneo a su 
adhesión al organismo, se establecía la iniciativa de género y la cual ha 
elaborado varias recomendaciones con respecto a la brecha de género, siendo 
la más importante la producida en 2015 puesto que establece la necesidad de 
transversalizar el enfoque de género a todas las políticas públicas de sus países 
miembros y la línea de trabajo de Chile en materia de género es la misma de la 
OCDE: 
“La agenda de género en la OCDE es abordada de manera 
horizontal en la Organización pero coordinada por el Comité de 
Empleo, Trabajo y Asuntos Sociales (Employment, Labour, and 
Social Affairs Committee). Dicha agenda tiene por propósito igualar 
las oportunidades de las mujeres en las tres ‘E’: empleo, educación 
y emprendimiento” (Ministerio de Relaciones Exteriores de Chile).  
De acuerdo con el reporte de la brecha de género en los mercados de los países 
emergentes, al 2014 Chile ha conseguido ser casi par estadíticamente hablando 
con respecto del porcentaje de mujeres en altos cargos, superando la cifra 
promedio de la OCDE (En Gráfico 2). 
El trabajo realizado por los gobiernos chilenos desde el retorno a la 
democracia en 1990 en favor de la igualdad de género se observa con la 





el cual tenía el rango de ministerio y en dicha institución se concentraba las 
políticas asociadas al género hasta la creación del Ministerio de la Mujer y 
Equidad de Género, en el 2015 (Ley Nº 20820). Ello ocurrió a principios del 
segundo mandato presidencial de Michelle Bachelet, al ser parte de su agenda 
política (Diplomático A, comunicación personal, 25 de junio del 2018). La Ex 
Presidente Bachelet contó al final de su primer mandato con más del 70% de 
aprobación y a su retorno al poder, su agenda buscó impulsar la paridad de 
género a nivel interno como en su política externa. 
Dicha agenda política parece verse influenciada por los eventos ocurridos 
entre su primer y segundo periodo como presidente de Chile: Al finalizar su 
mandato en 2010, fue nombrada por el Secretario General de las Naciones 
Unidas para dirigir su nueva entidad abscrita, ONU Mujeres. Ella trabajó durante 
tres años como directora ejecutiva de dicha institución, hasta la presentación de 
su precandidatura a la presidencia chilena en 2013.  
Por otra parte, la agenda política de la sociedad civil durante su segundo 
mandato y las recomendaciones de la OCDE en materia de género para la vida 
pública contribuyeron al desarrollo de leyes y programas a favor de la igualdad 
de género, debido a que en ese espacio temporal se dio movilizaciones a favor 
del matrimonio entre personas del mismo sexo como marchas en rechazo de la 
violencia hacia la mujer. Estos acontecimientos llevaron a la aprobación de la 
Unión Civil entre personas del mismo sexo en 2015, luego de debatirse el tema 
por más de 10 años, y de la despenalización del aborto en casos donde haya 





inviabilidad fetal; este último se propuso a inicios del gobierno de Michelle 
Bachelet y para el 2017 se aprobó.  
Aunque el Perú fue pionero en 1995 con respecto de la creación del 
Ministerio de la Mujer frente a Chile, la sociedad chilena como su Poder 
Legislativo se encuentran mejor estructurados con respecto de la agendación de 
políticas públicas vinculadas a la igualdad de género, sirviendo de referente ante 
la cercanía y facilidad de compartir experiencias; por ello, no sólo ambos 
interactúan en lo gabinetes binaciones, siendo el último ocurrido en noviembre 
del 2018 y en este se firmó el acuerdo para erradicar la violencia contra la mujer 
la mujer, sino que comparten sus experiencias en la materia a través de los 
Seminarios Binacionales a causa de ambos reconocer estar atravesando el 
mismo problema (Ibarra, 2018). 
Debido al compartir de sus problemáticas, ambos reconocen verse 
comprometidos con la lucha por la igualdad de género y la OCDE les exige a los 
dos con la meta de fortalecer sus instituciones (Aramayo, 2018); ello involucra 
un marco internacional compartido y un trabajo conjunto fluido, el cual ya se da 
(Paredes, 2018). El Estado peruano se sirve de la cercanía con Chile para que 
este referende al Perú en las reuniones anuales del Consejo Ministerial de la 
OCDE, debido a que el Estado Chileno es uno de los pocos países 
latinoamericanos en estar dentro de dicho foro y la visión de la comunidad 
internacional con respecto al desarrollo chileno es favorable. 
Por ende, mantener el vínculo y darle prioridad a la relación Perú – Chile 





combate por la paridad y la no violencia hacia las mujeres, es relevante y se 
encuentra justificado ante el hecho de ya contar con 8 años dentro del organismo 
el Estado chileno y la transversalización del enfoque de género ser un elemento 
importante para las políticas públicas de la OCDE como de Chile. 
 
3.3 EL GRUPO TÉCNICO DE GÉNERO COMO HERRAMIENTA AL PRIMER 
MUNDO 
Tanto los representantes peruanos como los chilenos no sólo interactúan 
en el ámbito binacional: lo hacen a través de otros organismos internacionales, 
en el nivel multilateral, siendo la Alianza del Pacífico (AP) un de esos espacios. 
De acuerdo con el Canciller chileno, Roberto Ampuero, este mecanismo une 
poderosamente al Perú y a Chile (Vivas, 2019).  
En la iniciativa se plantea la integración como un proceso complejo y 
amplio, el cual necesita de la igualdad entre hombres y mujeres para poder darse 
dicha integración. Dicho planteamiento va acorde con la expansión del concepto 
de integración profunda ocurrida en 2013, donde tanto el factor económico como 
social deben trabajar en paralelo; para algunos técnicos, esta ampliación implica 
la defiguración de la AP: “Más grave aún es la corriente de colgarle a la AP temas 
que pertenecen a otros foros, como el enfoque de género o la política laboral” 
(Abusada, 2018). Para la OCDE, aumentar los temas de su agenda no significa 
que se está estableciendo una burocracia ineficiente, sino que se están gestando 





La OCDE sólo cuenta con 3 países latinoamericanos entre sus miembros, 
los cuales a su vez son miembros de la AP: México, el cual cuenta con una 
sucursal del organismo en su país y fue el primero en ser aceptado hace 20 años; 
Chile fue aceptado en 2010, al finalizar la primera gestión presidencial de 
Michelle Bachelet, y Colombia, la cual reciente fue agregada, en mayo del 2018. 
El único país faltante es Perú, que en el 2012 formalizó sus intenciones de 
adherirse al Foro Internacional mencionado. 
Con respecto del Perú, la Alianza del Pacífico representa una plataforma 
para alcanzar sus intereses: al ser sólo 3 países en América Latina miembros 
permanentes de la OCDE y estos son a su vez socios del Estado peruano en la 
AP, es un beneficio ser miembro de la AP en la postulación a la OCDE (Perú 21, 
2017). Además, al ser considerada la iniciativa de integración un bloque exitoso 
dentro de la comunidad internacional y parecidos sus objetivos a los de la OCDE, 
continuar trabajando en este espacio refuerza la visión del Perú a favor de mayor 
institucionalidad, de las buenas prácticas públicas y el compromiso por un 
crecimiento sostenible e inclusivo (AP, 2016a). 
Un ejemplo exitoso de la relevancia del accionar en la AP con respecto de 
la posibilidad de ser adherido a la OCDE es Colombia; el cual recién en 2018 fue 
aceptado oficialmente como miembro de la organización, luego de transcurrir 5 
años desde la invitación. Al igual que Chile y México, el Estado colombiano 
asumió compromisos con respecto de transparencia, medio ambiente, entre 
otros temas. Cuando se analiza el porqué la OCDE decide agregar dichos países 





los últimos años han experimentado crecimiento económico, además de una 
postura política de líderes en la región con mayor y menor potencia, se percata 
que el análisis hecho por el resto de los países en la OCDE va a largo plazo.  
Muestra de que la AP puede servir como plataforma a obtener la 
membresía de la OCDE es la declaración del Consejo Empresarial de la Alianza 
del Pacífico (CEAP) durante la IX sesión en Puerto Varas: “En el CEAP estamos 
comprometidos a lograr que los cuatro países de la Alianza del Pacífico estén 
alineados y sean miembros plenos de la OCDE…” (AP, 2016b, p.3). El 
compromiso de la CEAP se extiende a todos los Grupos Técnicos, entre los 
cuales se encuentra el de Género (GTG), el cual se creó en 2015. Cabe señalar 
que el procedimiento para elevar el tema de igualdad de género en la AP, no se 
dio de forma aleatoria, ya que el gobierno de Michelle Bachelet impulsó dicha 
cuestión durante su mandato presidencial y el actual presidente Sebastián 
Piñera sigue actualmente dicho lineamiento en favor de la igualdad de género 
(Diplomático A, comunicación personal, 25 de junio del 2018).  
El Estado peruano y sus funcionarios se encuentran interesados en 
trabajar los objetivos de la GTG y reducir de dicha forma la distancia estadística 
entre la OCDE y el Perú: en el reporte de la OCDE del 2016, se obtuvo una 
calificación por debajo de la media de la organización y fue el único país 
latinoamericano en obtener dicho puntaje (OCDE, 2016d); además, en otro 
reporte se estableció que las inequidades sociales tienen un factor de género y 
estas afectan el sistema público del Perú (OCDE). Al ser transversal y obligatorio 





De acuerdo con Diplomático A (comunicación personal, 25 de junio del 
2018), los proyectos de la GTG responden al esfuerzo por mejorar los estándares 
de vida en los cuatro Estados de la AP, donde el ingreso a la OCDE representa 
un hito en dicha dirección. La OCDE actualmente apoya la igualdad de género y 
ha incluido ciertos parámetros mínimos donde, para los Estados solicitantes, si 
no se alcanza un desarrollo equitativo tanto a nivel social como económico, el 
país postulante no será aceptado. De los Estados fundadores de la AP, México 
y Chile son miembros de la organización, Colombia acaba de ingresar y Perú ha 
pedido ser parte, encontrándose en proceso de aceptación.  
Los indicadores en materia de género, usados en la clasificación de 
posibles países miembros, se encuentran recogidos en las recomendaciones de 
la OCDE y estos proponen trabajar en la incorporación de la mujer en el área 
formal; asegurar el acceso a educación de calidad por igual de niñas y niños; 
eliminar la brecha de género laboral; incluir a las madres de familia y adaptar las 
condiciones laborales a sus situaciones; mejorar el apoyo a mujeres 
emprendedoras y por último, que toda lucha contra la desigualdad de género 
aumenta la productividad (Gobierno de Colombia, 2017). 
Al comparar dichas recomendaciones con los mandatos presidenciales de 
la AP y los proyectos de la GTG, se observa una gran similitud: la Comunidad de 
Mujeres empresarias de la AP se dedica a incorporar a las mujeres en la 
economía formal además de apoyar a las emprendedoras con una plataforma, 
tratando con ello reducir la brecha de género en el trabajo. La inclusión de la 





la transversalización del enfoque de género a todos los programas de la AP 
busca alcanzar ámbitos como el acceso equitativo a la salud o la educación, mas 
los objetivos de la GTG parecen estar orientados al alcance de la autonomía 
económica y no tanto la física o la de toma de decisiones, fracturándose el 
alcance de la lucha. 
El Estado peruano, en su búsqueda por mejorar sus indicadores y ser 
aceptado por la OCDE, ha sido uno de los primeros países en participar en el 
Programa País desde fines del 2014. Dicho programa es un proyecto piloto de la 
OCDE que busca mejorar políticas internas (Funcionario B, comunicación 
personal, 2 de noviembre del 2018), siendo la lucha contra la inequidad de 
género una de estas, de la mano de tecnócratas del organismo (OCDE, 2014). 
Ya desde este punto podemos observar la importancia de la AP en el proceso 
de adhesión del Perú a la OCDE, puesto que que se reconoce su papel como 
Estado miembro de dicha iniciativa al momento de extender la invitación para el 
Programa País, un primer paso en el camino a ser un miembro de la OCDE (R.M. 
Nº 069-2015-MINAM).  
Este programa es un reflejo de los altos estándares que la OCDE maneja 
y exige con respecto del desarrollo integral (R. S. Nº 299-2018-PCM), dándose 
por igual entre los países postulantes y los miembros, no escapando de esto 
todos los Estados fundadores de la Alianza del Pacífico; ello ha llevado a 
modificaciones de políticas internas en los países miembros de la AP, con 
efectos sobre el bloque regional, por contar con todos sus Estados interesados 





A la par del desarrollo del Glosario, cada Estado miembro tiene la 
obligación de implementar transversalmente el enfoque de género como generar 
las condiciones necesarias para que los proyectos del GTG pudieran ser 
implementados, ello también se puede encontrar entre las recomendaciones de 
la OCDE en materia de género para la vida púbica; esto implicaba ajustar las 
oficinas de los Ministerios de la Mujer y crear espacio para los proyectos en favor 
del emprendimiento femenino si aún no existía una Dirección que lo manejara. 
En el caso del Perú, pese a ser uno de los primeros países latinoamericanos en 
crear un Ministerio de la Mujer (Barrig, 2008), como consecuencia de la 
Plataforma de Acción de Beijing en 1995, aún así no estableció una dirección 
dentro de su institución que velara por la autonomía económica: ello ocurre luego 
de la formulación del Grupo Técnico de Género en el 2015, bajo el mandato de 
la Ex Ministra Marela Huaita (Gestión, 2015b).  
Por lo tanto, que las proposiciones planteadas por el GTG tengan un alto 
componente económico, impulsa principalmente el empoderamiento económico 
y el de toma de decisiones pero hay un vacío con respecto al empoderamiento 
físico, responde parcialmente a la relevancia de los estándares de la OCDE en 
los países miembros y estos a su vez, condicionan el objetivo final de la Alianza: 
se busca una integración profunda a través del apoyo al sector empresarial, 
siempre que exista viabilidad económica.  
Muestra de ello es la declaración de la estrategia del CEPLAN al 2021, la 
cual plantea una línea de trabajo en base a los indicadores de la OCDE y cómo 





[…] Planeamiento Estratégico - CEPLAN propone una visión de 
desarrollo hacia el 2021 que permita al Perú convertirse en un país 
de alto desarrollo humano y formar parte de la Organización para 
la Cooperación y el Desarrollo Económicos – OCDE; proyecto que 
contiene indicadores que permiten comparar el desarrollo del 
Estado peruano con el de otros países y verificar el logro de 
objetivos nacionales; asimismo mantiene la estructura de seis ejes 
estratégicos, proponiendo para cada uno de ellos los objetivos, 
lineamientos, prioridades, metas y acciones estratégicas […] (R. S. 
Nº 138-2016-PCM) 
En este fragmento se observa el establecimiento de acciones que permitan al 
Estado peruano ser parte de la OCDE, condicionando los intereses del gobierno 
en el proceso, puesto que establece un plan específico de metas e indicadores 
que direccionan las reformas en cierta dirección, principalmente de carácter 
económico y comercial. Esta influencia también se observa con la revisión de las 
metas administrativas 2011 – 2016, al conseguir la profundización de la política 
de integración estratégica con el mundo (El Peruano, 2016). 
Debido a todos los elementos expuestos previamente, cuando en el 2015 
se discutió la aprobación de la creación de un Grupo Técnico de Género y el 
ingreso del tema a la AP, el voto a favor del Perú consideró el apoyo de sus 
socios en la iniciativa en pos de ingresar a la OCDE (Diplomático A, 
comunicación personal, 25 de junio del 2018), además de cuáles eran los 
requisitos del organismo y las mayores falencias del Estado peruano con 
respecto a estos como es el refuerzo institucional y el poder transversal del 
enfoque de género en las políticas públicas del país para alcanzar el objetivo. 
Ello ha visto sus frutos con respecto a la relación del Perú – OCDE: en el reporte 
de la OCDE de igualdad de género para la AP, el organismo (2016a) reconoce 





embargo, los cuatro tienen fuertes lazos con la OCDE y han mostrado un 
decidido compromiso político de promover la igualdad de género. La OCDE 
desea continuar trabajando junto con ellos en este tema” (p.4). 
Sumado a esto, la OCDE viene buscando desarrollar proyectos en 
conjunto con la AP y la persona enlace es Gabriela Ramos, una alta funcionaria 
en la OCDE además de reconocida activista en favor de la igualdad de género y 
quien desde este organismo ha impulsado, a través de diferentes foros 
internacionales, que los Estados se comprometan a reducir sus brechas de 
género para el 2025 (OCDE, 2016a). El contacto que pueda tener con Perú a 
través de la AP, juega a favor del Estado peruano en cuanto se mantengan las 













Cuando se inició la presente investigación, se buscaba explicar porqué un 
país como el Perú, con crecientes tasas de feminicidio y una convulsa sociedad 
civil que por una parte no apoya la implementación del enfoque de género 
mientras que la otra facción sí, decidió secundar en el 2015 la iniciativa chilena 
a favor de desarrollar una política de género dentro en un mecanismo de 
integración como la Alianza del Pacífico (AP) cuyo principal eje es el financiero. 
De esta manera, se analizó los diferentes factores contextuales de dicho año, 
tratando de comprender el proceso de la toma de esta decisión y la postura del 
Estado peruano con respecto a qué obtendría de este nuevo espacio. 
Para tales fines, se descubrió dos elementos importantes y capaces de 
influenciar la postura del gobierno para el año 2015: uno de ellos fue el quiebre 
político y social en materia de igualdad de género, expresado a través de 
grandes movilizaciones que buscaban un cambio de las políticas contra el 
feminicidio, lo que ocasionó el fortalecimiento del movimiento feminista; el otro, 
el reconocimiento expreso con respecto del deseo de ser parte de la 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) y la 





en un futuro cercano el Perú puede recibir una invitación de membresía. Ambos 
factores pueden ser condicionantes de la decisión en favor de la aparición de 
políticas de género en la AP, como también lo es el interés económico del 
gobierno con respecto de alcanzar una opinión positiva de parte de la comunidad 
internacional y a través de este mecanismo, continuar mejorando las condiciones 
económicas del país. 
Lo que se encontró fue que la AP continúa trabajando bajo el precepto de 
integración económica y que la ampliación de su mandato es parcial, en materia 
de igualdad de género: pese a que las tomadoras de decisión contaban con 
antecedentes y conocimientos en el feminismo, los proyectos del Grupo Técnico 
de Género (GTG) no han podido romper con la influencia económica, 
trabajándose únicamente los problemas asociados al empoderamiento 
económico y no a la violencia contra las mujeres. Ello es relevante para el éxito 
de las políticas de género, puesto que tanto Perú como el resto de los miembros 
de la AP, presentan altas tasas de violencia. 
Ello a su vez revela las limitaciones del movimiento feminista como grupo 
de presión en materia de política exterior, el cual cuenta con espacios de acción 
mientras se acople a los intereses del gobierno, principalmente económicos, 
estando estos direccionados al ingreso del Perú en la OCDE y con ello, salir de 
la categoría de país subdesarrollado. Sin embargo, es a través de dichos 
espacios que el movimiento es capaz de mostrar su capacidad de influencia en 





Una muestra de ello es cuán clave fue su participación en el 
establecimiento del enfoque de género en la AP: las funcionarias públicas, 
quienes contaban con experiencia previa en el tema y han trabajado previamente 
en organizaciones feministas, lideraron la discusión en el grupo e imponen a 
través de la iniciativa que otros sectores públicos peruanos sean sensibilizados 
en materia de género. De esa forma, lentamente se reducen lo mitos asociados 
a la igualdad de género, rompiendo en el camino la resistencia a una política 
igualitaria. Este es un resultado que recién se podrá apreciar en un futuro, debido 
a su carácter de largo plazo y al constante cambio de las políticas públicas. 
Con respecto al otro elemento condicionante de la sociedad, el deseo de 
ingresar a la OCDE, se aprecia la reconfiguración del Estado peruano y sus 
diferentes entidades públicas en busca de mejorar sus indicadores sociales, 
económicos, de transparencia política entre otros; además, existe evidencia de 
conversaciones con gobiernos extranjeros, buscando su apoyo en la postulación, 
como es Chile. Este factor es más exitoso si se compara con el fortalecimiento 
del movimiento feminista y se debe al componente económico de la 
organización, la cual comparte sus intereses con la Alianza del Pacífico en la 
forma de afrontar la desigualdad de género.   
Por otro lado, pese a estarse experimentando una cuarta ola del 
feminismo a nivel global, para otros Estados y la comunidad internacional, el 
actual orden económico mundial tiene mayor poder e influencia en las agendas 
de los países, especialmente aquellos en vías de desarrollo como el peruano. El 





difusión, se encuentra manejando una gran cantidad de influencia, por lo que 
genera presión en ciertos ambientes de estabilidad económica mas no 
contrarresta el poder económico cuando el Estado es primario-exportador, 
alinéandose las políticas de género a las económicas. 
Se concluye que el interés económico del Estado peruano es la primera 
prioridad al decidir aprobar la inclusión de la igualdad de género y la 
transversalización de su enfoque en esta iniciativa, sirviendo de plataforma para 
su ingreso a la OCDE y elevar la impresión del Perú ante el resto de los países 
en la región como de los países desarrollados. El fortalecimiento del movimiento 
feminista y su capacidad para ejercer presión interna también juegan un rol en la 
decisión, menor pero no menos importante para comprender este caso. Una vez 
más, el gobierno busca mejorar su impresión ante el resto de la comunidad 
internacional, los cuales demandan mejoras, pero su papel es relativo al deseo 
del Estado por convertirse en una economía desarrollada. 
Este es el último hallazgo de la investigación, donde se advierte el limitado 
poder para luchar contra la inequidad y todas las problemáticas asociadas a las 
diferencias entre hombres y mujeres si se continúa viendo las políticas de género 
como contrarias a la economía, condenando a los países a estancarse en 
determinados niveles de desarrollo. Se debe continuar con la sensibilización y 
apertura de la información a diferentes espacios, buscando de dicha manera 
fomentar a largo plazo reducir las facciones contrarias a una política de género 
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4.1 ANEXO 1 
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4.2 ANEXO 2 
Gráfico 1: América Latina, el Caribe y España (24 países): Feminicidio o 
femicidio, último año disponible (En números absolutos y tasas por cada 100.000 
mujeres) 
 
Fuente: Observatorio de Igualdad de Género de América Latina y el Caribe 2017 
 
Gráfico 2: La participación de las mujeres en cargos directivos o ejecutivos como 
porcentaje de los cargos directivos o ejecutivos, en 2000 y 2014 
 
Fuente: OCDE 2016 
 
